AMPARO EN REVISIÓN 505/2007

amparo en revisión 505/2007.

quejosa: ASOCIACIÓN NACIONAL DE ABOGADOS DE EMPRESA, ASOCIACIÓN CIVIL.

ponente: ministro josé de jesús gudiño pelayo.

secretariO: MARIO césar FLORES MUÑOZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA ENCARGADO DEL ENGROSE: JESÚS ANTONIO SEPÚLVEDA CASTRO.
S Í N T E S I S

AUTORIDADES RESPONSABLES: Congreso de la Unión y otras autoridades (páginas uno y dos). 

ACTOS RECLAMADOS: Artículo 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal y su acto concreto de aplicación  (páginas dos y tres).

SENTIDO DE LA SENTENCIA DEL JUEZ DE DISTRITO: 

· Negó el amparo contra el reclamado artículo 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, e implícitamente,  contra su acto de aplicación.

RECURRENTE: La quejosa Asociación Nacional de Abogados de Empresa, Asociación Civil.

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante resolución de veinte de junio de dos mil siete, ejerció facultad de atracción.

ARTICULO POR EL QUE SUBSISTE EL TEMA DE CONSTITUCIONALIDAD: 

El reclamado 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, que establece:

“ARTICULO 44.- Todos los profesionales de una misma rama podrán constituir en el Distrito Federal uno o varios colegios, sin que excedan de cinco por cada rama profesional, gobernados por un Consejo compuesto por un presidente, un vicepresidente, dos secretarios propietarios y dos suplentes, un tesorero y un subtesorero, que durarán dos años en el ejercicio de su encargo.”
EL PROYECTO PROPONE: 

En las consideraciones:

Declarar fundados los agravios encaminados a demostrar lo inexactas que resultaron las razones expresadas por la Juez de Distrito para negar el amparo, en mérito a que:

a) La quejosa efectivamente formuló un planteamiento de desigualdad apto para su estudio a la luz del artículo 1° de la Constitución Federal; 

b) La garantía de libertad de trabajo no se circunscribe solamente a permitir que los particulares se dediquen a las actividades de índole privado que deseen; y
c)  La libertad de asociación se ve realmente restringida por la condicionante establecida en la norma reclamada.
 Una vez superadas esas razones expresadas por la Juez de Distrito, se emprendió el estudio de fondo del planteamiento de constitucionalidad expresado por el peticionario, del que se llegó a las siguientes conclusiones:

· Que el artículo 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, al establecer que todos los profesionales de una misma rama podrán constituir en el Distrito Federal uno o varios colegios, sin que excedan de cinco por cada rama profesional, establece una condición sobre el número posible de éste tipo de organizaciones que, una vez satisfecha, se convierte en un obstáculo insuperable para aquellas agrupaciones que aspiran a obtener su registro también como colegio, lo que innegablemente impacta sobre sus derechos de igualdad en relación con los de libertad de trabajo y asociación, consagrados en los artículos 1°, 5° y 9° de la Constitución Federal, habida cuenta que, virtud a tal medida limitativa, se les impide, a diferencia de las organizaciones que ya tienen el registro como colegio de profesionales (derecho de igualdad), obtener un reconocimiento de esa índole que les permita dedicarse a la profesión, trabajo u ocupación que libremente están en aptitud de elegir (libertad de trabajo); al mismo tiempo que le restringe toda posibilidad de reconformarse como una persona moral con actividades de orden público e interés colectivo que involucra la citada colegiación (libertad de asociación); y
· Que tomando en consideración que de acuerdo con la jurisprudencia 1a./J. 55/2006 sustentada por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para analizar la constitucionalidad de un dispositivo normativo a la luz de la mencionada garantía de igualdad – la que no puede entenderse si no es en relación directa con las libertades que la propia Constitución consagra, tales como la de trabajo y asociación mencionadas-, es necesario corroborar, entre otros elementos, la racionalidad o adecuación de la distinción introducida por el creador de la disposición, la cual está condicionada a que constituya el medio apto para conducir al fin u objetivo que aquel desea alcanzar; resulta que la citada limitante establecida por el artículo 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, por la que se restringe a cinco el número de colegios posibles por cada rama de profesionales, atenta contra las garantías mencionadas debido a que ni el contenido del ordenamiento en que se encuentra inmerso, ni los antecedentes de su proceso legislativo, son reveladores de que la cantidad de colegios mencionada sea realmente útil para la consecución de la finalidad perseguida por su creador, máxime que lo que éste pretendió fue evitar que la colegiación fuera unitaria, pero sin establecer el porqué cinco es el número idóneo para tal efecto, lo que de suyo es apto para poner de manifiesto que la norma establece un trato desigual de sujetos iguales que, por no encontrarse justificado, está proscrito por el Orden Supremo.

En los puntos resolutivos:

PRIMERO.- Se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO.- La Justicia de la Unión ampara y protege a Asociación Nacional de Abogados de Empresa, Asociación Civil, en contra de los actos y las autoridades señaladas en el resultando primero de esta resolución, para los efectos precisados en el último considerando del presente fallo.
JURISPRUDENCIAS Y TESIS QUE SE CITAN:
“LIBERTAD DE TRABAJO. NO ES ABSOLUTA DE ACUERDO CON LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES QUE LA RIGEN (ARTÍCULO 5o., PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS  MEXICANOS).”
“LEY ADUANERA Y SU REGLAMENTO. NO CONTRAVIENEN LA GARANTIA DE LIBERTAD DE TRABAJO AL ESTABLECER REQUISITOS PARA DEDICARSE AL DESPACHO ADUANAL DE MERCANCIAS.”
“AGENTES ADUANALES, DERECHOS PARA ACTUAR DE LOS, A TRAVES DE SOCIEDADES. LOS ARTICULOS 146, FRACCION III, 148, FRACCION I, Y 149 DE LA LEY ADUANERA NO VIOLAN EL ARTICULO 5o. CONSTITUCIONAL.”

“NOTARIOS PÚBLICOS DEL ESTADO DE JALISCO (Y LEGISLACIONES AFINES). CASOS EN LOS QUE PUEDEN PROMOVER JUICIO DE AMPARO.”

“CAMARAS DE COMERCIO E INDUSTRIA, AFILIACION OBLIGATORIA. EL ARTICULO 5o. DE LA LEY DE LA MATERIA VIOLA LA LIBERTAD DE ASOCIACION ESTABLECIDA POR EL ARTICULO 9o. CONSTITUCIONAL.”

“CONCEPTOS DE VIOLACION, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.”

amparo en revisión 505/2007.
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México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día diecinueve de septiembre de dos mil siete. 
V I S T O S; y,

R E S U L T A N D O :

Cotejó:
PRIMERO.- Por escrito presentado el treinta y uno de mayo de dos mil seis, en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, Felix Todd Piñero, en representación de la Asociación Nacional de Abogados de Empresa, Asociación Civil, demandó el amparo y protección de la Justicia Federal, en contra de las autoridades y por los actos que a continuación se indican:

Autoridades responsables: 

Ordenadoras:

1. Congreso de la Unión.

2. Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos.

3. Secretario de Gobernación.

4. Secretario de Educación Pública.

5. Secretario de Salubridad y Asistencia, actualmente Secretario de Salud.

6. Jefe de Departamento del Distrito Federal, actualmente Jefe de Gobierno del Distrito Federal.

7. Oficial Mayor de Relaciones Exteriores encargado del despacho, actualmente Secretario de Relaciones Exteriores.

8. Director del Diario Oficial de la Federación.

Ejecutora:

Director General de Profesiones, de la Secretaría de Educación Pública, quien suscribió la resolución que constituye el primer acto concreto de aplicación de la norma jurídica impugnada.

Actos reclamados: 
●La aprobación, expedición, promulgación, orden de publicación, refrendo y publicación del artículo 44 de la “Ley Reglamentaria del Artículo 5° constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día veintiséis de mayo de mil novecientos cuarenta y cinco, y reformado mediante Decreto Legislativo de veinte de diciembre de mil novecientos setenta y cuatro, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día veintitrés de diciembre de mil novecientos setenta y cuatro.

●La resolución contenida en el oficio número DGP/DCP/159/06, de fecha veinticinco de abril de dos mil seis, mediante la cual se negó a la Asociación Nacional de Abogados de Empresa, Asociación Civil, el registro como Colegio de Abogados, con fundamento en el artículo 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal.

SEGUNDO.- La parte quejosa señaló como garantías violadas, las contenidas en el artículo 1° en relación con los dispositivos 5°, 9°, 16 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; expresó los conceptos de violación que estimó pertinentes y narró los antecedentes del caso.
TERCERO.- Mediante acuerdo de primero de junio de dos mil seis la Juez Primero de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, a quien por razón de turno correspondió conocer del asunto, admitió la demanda de amparo y ordenó registrarla con el número 549/2006.
Seguidos los trámites legales correspondientes, la Juez Primero de Distrito Materia Administrativa en el Distrito Federal emitió sentencia el siete de agosto de dos mil seis, la que terminó de engrosar el treinta de octubre del mismo año, en la que resolvió negar el amparo a la parte quejosa.

CUARTO.- Inconforme con la sentencia anterior, Víctor Manuel Montoya Rivero, en su carácter de autorizado de la Asociación Nacional de Abogados de Empresa, Asociación Civil, interpuso recurso de revisión el veintiuno de noviembre de dos mil seis ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal mismo que, mediante acuerdo de veintitrés de noviembre del mismo año, la Juez Primero de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal remitió al Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito en turno.
La Magistrada Presidenta del Decimocuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, a quien por razón de turno correspondió conocer del asunto, por acuerdo de veintinueve de noviembre de dos mil seis, admitió el recurso de revisión y ordenó registrarlo con el número R.A. 469/2006.

QUINTO.- Mediante acuerdo recibido el veintiocho de marzo de dos mil siete en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Víctor Manuel Montoya Rivero, autorizado de la Asociación Nacional de Abogados de Empresa, Asociación Civil, solicitó a este Alto Tribunal que ejercitara su facultad de atracción para conocer del amparo en revisión 469/2006.

SEXTO.- Por escrito presentado el doce de abril de dos mil siete, ante la Oficina de Correspondencia Común de los Tribunales Colegiados del Primer Circuito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, Víctor Manuel Montoya Rivero, autorizado de la Asociación Nacional de Abogados de Empresa, Asociación Civil, interpuso recurso de reclamación, en contra del proveído de dos de abril de dos mil siete dictado por la Magistrada Presidente del Decimocuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 
Posteriormente el Tribunal Colegiado correspondiente, por acuerdo de trece de abril de dos mil siete, admitió el recurso de reclamación y ordenó registrarlo con el  número 11/2007.

Mediante resolución de siete de mayo de dos mil siete  se declaró infundado el recurso de reclamación interpuesto.

SÉPTIMO.- Mediante oficio recibido el diez de mayo de dos mil siete en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la señora Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas solicitó se ejerciera la facultad de atracción para conocer del juicio de amparo en revisión número 469/2006.

Derivado de dicha solicitud, el Presidente de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ordenó formar y registrar el expediente y solicitó al Presidente del Décimocuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, el juicio de amparo número 469/2006, interpuesto por las Asociación Nacional de Abogados de Empresa, Asociación Civil.

OCTAVO.- Mediante proveído de fecha veintiuno de mayo de dos mil siete, el Presidente de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación admitió a trámite la solicitud de ejercicio de la facultad de atracción, y ordenó registrarla con el número 3/2007-PS. En la misma fecha ordenó turnar el presente asunto a la señora Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas, para que propusiera el trámite que debiera darse a tal solicitud.
En resolución de veinte de junio de dos mil siete, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerció dicha facultad de atracción para conocer del recurso de revisión 469/2006 promovido por la parte quejosa en contra de la sentencia de treinta de octubre de dos mil seis, dictada por la Juez Primero de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal.

Mediante acuerdo de primero de agosto de dos mil siete esta Primera Sala se avocó al conocimiento del asunto y su Presidente, ordenó turnarlo al Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo para la elaboración del proyecto de resolución.

C O N S I D E R A N D O :

PRIMERO.- Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso a) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 84, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo; y 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como el punto Cuarto del Acuerdo Plenario 5/2001 publicado el veintinueve de junio de dos mil uno, en el Diario Oficial de la Federación, toda vez que fue interpuesto en contra de una sentencia dictada por un Juez de Distrito en la audiencia constitucional de un juicio de garantías en el que se reclamó el artículo 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5º Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, y su acto de aplicación, y si bien subsiste en el recurso el problema de constitucionalidad planteado, no amerita la intervención del Tribunal Pleno. 

SEGUNDO.- Por tratarse de un presupuesto procesal cuyo análisis debe hacerse de oficio, es necesario corroborar que la interposición del recurso fue oportuna.

La sentencia recurrida se notificó a la parte quejosa por lista el tres de noviembre de dos mil seis (foja 426 vuelta del cuaderno de amparo), notificación que surtió sus efectos, de conformidad con el artículo 34, fracción II, de la ley de la materia, el lunes seis del mismo mes.
Por tanto, el plazo de diez días a que se refiere el artículo 86 de la Ley de Amparo para la interposición del recurso de revisión, transcurrió del martes siete de noviembre de dos mil seis al martes veintiuno de noviembre del mismo año, descontándose los días once, doce, dieciocho, diecinueve y veinte de noviembre, por haber sido días inhábiles según los artículos 23 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

En esas condiciones, si el recurso de revisión fue presentado el martes veintiuno de noviembre de dos mil seis (según se desprende del sello fechador que aparece en la foja 2 del toca de que se trata), es claro que se presentó en tiempo.
TERCERO.- Para el examen de la cuestión planteada, conviene partir de los siguientes antecedentes relevantes del caso:
La asociación de abogados quejosa solicitó ante la Dirección General de Profesiones de la Secretaría de Educación Pública, su registro como colegio de abogados en términos de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal.

Mediante oficio DGP/DCP/159/06, de veinticinco de abril de dos mil seis, el Director General de Profesiones de la citada secretaría negó el registro solicitado por la peticionaria sobre la base de que ya se encuentran autorizados y registrados los cinco colegios en la rama de Derecho que permite el artículo 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, sin prejuzgar sobre los demás requisitos exigidos por el marco jurídico vigente.

El citado artículo 44 establece literalmente lo siguiente: 

“ARTICULO 44.- Todos los profesionales de una misma rama podrán constituir en el Distrito Federal uno o varios colegios, sin que excedan de cinco por cada rama profesional, gobernados por un Consejo compuesto por un presidente, un vicepresidente, dos secretarios propietarios y dos suplentes, un tesorero y un subtesorero, que durarán dos años en el ejercicio de su encargo.”
En desacuerdo con esa resolución, la peticionaria promovió juicio de amparo indirecto en que señaló como actos reclamados, el citado artículo 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, así como su acto concreto de aplicación materializado en el referido oficio en que se le dio a conocer la determinación negativa de la autoridad.

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. En su demanda de garantías, la quejosa expresó fundamentalmente los siguientes: 

Primero. Violación a las garantías de igualdad y seguridad jurídica, contenidas en los artículos 1°, párrafos primero y tercero y 16, párrafo primero, de la Constitución Federal. 

Sostiene la peticionaria que el reclamado artículo 44, al establecer que sólo pueden ser registrados cinco colegios por cada rama o especialidad, contiene una disposición discriminatoria e inequitativa pues la priva injustificadamente de la posibilidad de obtener el registro como colegio de profesionistas, no obstante que cumple con todos los requisitos que se establecen para tal efecto, con lo que recibe además un trato desigual en relación con los cinco colegios de abogados reconocidos, a pesar de que se encuentran en una misma situación jurídica y de hecho.

Que la limitación aludida no se justifica constitucionalmente, ni puede apoyarse en aspectos de interés público, puesto que implica dar un tratamiento desigual a asociaciones civiles con fines y tareas similares, máxime que la igualdad se traduce en que todas aquellas personas que participan de una misma situación puedan ser titulares cualitativamente de los mismos derechos y obligaciones.

Que no existen razones o finalidades objetivas para limitar a cinco el número de colegios de profesionistas de una misma rama, lo que constituye una condición insuperable y arbitraria para los gobernados que, como la peticionaria del amparo, aspiran a dicho reconocimiento, afirmación que encuentra soporte en el hecho de que ni de la exposición de motivos de ley reclamada se desprende que el legislador ordinario haya establecido los motivos o razones por las cuales no deban de existir mas de cinco colegios por cada rama o especialidad.

Que el hecho de que los colegios profesionales cumplan con funciones de interés público no autoriza de forma alguna a que el creador de la norma hubiese limitado su número a sólo cinco.

Segundo. Violación a la garantía de libertad de trabajo prevista en el artículo 5° constitucional.

La quejosa señala que si bien las leyes reglamentarias pueden limitar la libertad de trabajo consagrada por el artículo 5º de la Constitución Federal, en el sentido de establecer los requisitos a satisfacer para su ejercicio cuando las actividades que se deseen realizar sean actividades de interés publico, en cuyo caso se pueden establecer mayores condiciones; lo cierto es que siempre debe de existir la posibilidad de que una vez satisfechos dichos requisitos, las personas, ya sean físicas o morales, gocen de la garantía de libertad de trabajo.  Lo que significa que el legislador ordinario no puede ni debe establecer requisitos o limitaciones que los gobernados no estén en posibilidad de superar.

Que tales aspectos no son observados por el precepto legal combatido, supuesto que la prohibición de que se exceda de cinco el número de colegios por cada rama profesional implica un obstáculo insuperable, cuenta habida de que aquellos ya se encuentran registrados, de donde el numeral combatido le impide dedicarse a las actividades lícitas propias de un colegio de abogados, al impedírsele el registro como tal.

Que al limitar a cinco el número de colegios de profesionistas de cada rama, al artículo 44 reclamado establece una limitación insuperable y por ello inconstitucional, dándole trato desigual en relación con las otras asociaciones civiles a las que sí se les permite realizar las funciones propias de colegio de abogados, lo que consecuentemente viola la garantía de igualdad que se establece en el artículo 1°, en relación con el artículo 5° de la Constitución Federal.
Tercero.- Violación a la garantía de libertad de asociación, consagrada en el artículo 9° de la Carta Magna.

Apunta la demandante que la norma cuestionada resulta violatoria de la citada garantía, no porque impida a las personas asociarse pues, de hecho, la quejosa ya se encuentra constituida como asociación; sino debido a que al establecer una limitación meramente cuantitativa, no se le permite el libre ejercicio de ser un colegio de profesionistas, esto es, de poder disfrutar de todos los derechos de los que gozan dichos colegios, máxime que la licitud o ilicitud de la actividad no depende del número de asociaciones que se constituyan, sino de sus fines.

Que la norma reclamada le impide realizar el fin lícito establecido en el artículo cuarto de sus estatutos sociales, en el que se indicó que una de las finalidades de la asociación era, precisamente, la de realizar las actividades propias de los colegios de profesionistas a que se refiere el artículo 50 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional.

Que dicha norma trasgrede en su perjuicio la garantía de igualdad que implícitamente establece el artículo 9° de la Constitución, ya que no permite que la asociación peticionaria realice los objetos lícitos para los que fue constituida, dándole un trato desigual en relación con las otras asociaciones civiles a las que ya se les concedió el registro como colegios de profesionistas y a las que sí se les permite realizar las actividades propias de tales colegios.

Afirma que el diverso criterio del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “COLEGIOS DE PROFESIONISTAS. LOS ARTÍCULOS 44 Y 45, FRACCIÓN I, DE LA LEY REGLAMENTARIA DEL ARTÍCULO 5o. CONSTITUCIONAL, RELATIVO AL EJERCICIO DE LAS PROFESIONES EN EL DISTRITO FEDERAL, AL CONDICIONAR SU REGISTRO AL CUMPLIMIENTO DE CIERTOS REQUISITOS, NO TRANSGREDEN LA LIBERTAD DE ASOCIACIÓN.”, tampoco resulta aplicable en la especie, toda vez que a pesar de que en el texto de la tesis se hizo alusión a que la limitante de cinco colegios por cada rama profesional no impide la libre asociación, también lo es que en la ejecutoria correspondiente no se analizó la restricción cuantitativa que establece el artículo 44 de la Ley Reglamentaria.

Cuarto. Violación a los artículos 16 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La quejosa parte de la base de que la norma reclamada no da un trato igual a las asociaciones que se encuentran en la misma situación, al otorgar un trato privilegiado, en este caso, a los cinco colegios de profesionistas ya registrados; y que es discriminatoria e inequitativa, puesto que anula sus derechos de libertad de trabajo y de libertad de asociación, al no poder obtener el registro como colegio de profesionistas por existir ya cinco colegios de abogados en el Distrito Federal. 

Que por tanto, resulta que la disposición reclamada no respeta los tratados internacionales celebrados por el Presidente de la República, y ratificados por el Senado, que enseguida se mencionarán y que consagran las garantías de igualdad, libertad de trabajo y libertad de asociación, violándose consecuentemente los artículos 16  y 133 Constitucionales. Dichos tratados son los siguientes:

(i) Convención Americana sobre Derechos Humanos, adoptada en la Ciudad de San José Costa Rica el veintidós de noviembre de mil novecientos sesenta y nueve, en específico su artículo 16; publicada en el Diario Oficial de la Federación el siete de mayo de mil novecientos ochenta y uno;

(ii) Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial, firmada en Nueva York, el siete de de marzo de mil novecientos sesenta y seis, en específico el artículo 5°, inciso d), subinciso XI) e inciso e), subinciso I); publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de junio de mil novecientos setenta y cinco, y

(iii) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, abierto a firma en la ciudad de Nueva York, Estado Unidos de Norteamérica, el diecinueve de diciembre de mil novecientos sesenta y seis, en específico su artículo 22, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veinte de mayo de mil novecientos ochenta y uno.

Que en relación con lo anterior, resulta aplicable la tesis P.LXXVII/99 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo X noviembre de 1999, página 46, cuyo rubro es: “TRATADOS INTERNACIONALES. SE UBICAN JERÁRQUICAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES FEDERALES Y EN UN SEGUNDO PLANO RESPECTO DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL”.
Quinto. Violación a las garantías de seguridad jurídica, de fundamentación y de motivación, previstas en el artículo 16 constitucional:

Aduce la demandante que el legislador ordinario no cumplió con los requisitos de fundamentación y motivación que prevé el precepto constitucional en cita, ya que no dejó establecidos las razones por las cuales debía limitarse a cinco el número de colegios por cada rama o especialidad.

Lo anterior dado que, si por motivación del acto legislativo debe entenderse la existencia de una realidad que deba ser regulada, lo cierto es que al limitar a cinco el número de colegios profesionales el legislador la reguló de manera injusta, inadecuada y contrariamente a los requerimientos sociales, de lo que resulta que el artículo impugnado no se encuentra debidamente motivado.

CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA RECURRIDA. En su fallo, la Juez de Distrito negó el amparo sobre la base de las siguientes consideraciones fundamentales:

1. Que el primer concepto de violación es inoperante, ya que la afirmación sobre desigualdad que en él se expone deriva de un silogismo fundado en una premisa equivocada; es inexacto, acotó la juzgadora, que se encuentran en una misma situación jurídica y de hecho los Colegios ya registrados y las asociaciones de profesionistas, como la quejosa.

Que con independencia de que ambas sociedades coincidan en algunos aspectos, como lo sería estar conformadas por profesionistas en una misma rama que convienen en reunirse para realizar un fin lícito común en beneficio de su profesión, lo cierto es que los colegios de profesionistas tienen facultades y obligaciones de orden público que le son reservadas por mandato legal, a diferencia de la sociedad peticionaria.

Que si la ley cuestionada no distingue entre dos situaciones de hecho ni entre dos o más personas, es inconcuso que tampoco sería factible analizar si se actualiza algún tipo de discriminación con motivo de origen étnico o nacional, género, edad, capacidades diferentes, condición social, condiciones de salud, religión, estado civil o cualquier otro que atente contra la dignidad humana, ni si hay alguna base objetiva y razonable para una distinción inexistente.

2. Que el segundo concepto de violación es infundado pues las actividades específicas de un Colegio de Profesionistas no son de naturaleza privada, sino pública, las cuales se encuentran reservadas constitucional y legalmente para el Estado mexicano, con independencia de que aquéllas puedan ser realizadas por diversos entes, en auxilio de la administración pública; de donde el artículo reclamado no estipula restricción alguna para que las asociaciones civiles de profesionistas puedan dedicarse a las actividades del orden privado que mejor les convenga. 

3. Que el tercer concepto de violación es inoperante ya que, por un lado, como la misma quejosa lo reconoce, se encuentra constituida como asociación civil de profesionistas desde el cinco de octubre de mil novecientos setenta, sin que para ello hubiese sido un obstáculo el contenido de la norma reclamada; y por otro, porque de los argumentos que expresa en relación con la garantía de libertad de asociación se observa que se limitan a reiterar esencialmente los que fueron previamente analizados y declarados infundados.

Que lo que la quejosa considera como un indebido condicionamiento para realizar los fines lícitos que constituyen su objeto y su razón de ser fundamental, sería, en todo caso, una restricción relacionada con la actividad o el desempeño de la profesión, no un impedimento en sí mismo para asociarse, incorporarse a una sociedad existente, permanecer o renunciar a ella, o bien para no asociarse.

4. Que el cuarto concepto de violación  es inoperante, ya que la quejosa hace derivar la inconstitucionalidad de la norma impugnada de la violación a los preceptos de los tratados internacionales que cita, en los que nuestro país se comprometió con otras naciones a respetar las garantías de no discriminación racial, libertad de trabajo y libertad de asociación, aunado a que a través de esos argumentos la peticionaria expone lo mismo que en los conceptos de violación ya analizados.

5. Que el quinto concepto de violación es infundado, en mérito a que tratándose de leyes, la garantía de motivación se ve colmada cuando las mismas se refieran a relaciones sociales que requieran ser jurídicamente reguladas, sin que sea necesario que el legislador explique de manera específica el contenido de las disposiciones que integran el ordenamiento de que se trate, y en el caso, el análisis de los antecedentes del proceso legislativo de la ley reclamada es apto para considerar suficientemente motivada la limitación impuesta por el legislador en el numeral reclamado.

AGRAVIOS EXPRESADOS EN LA PRESENTE REVISIÓN. En desacuerdo con la sentencia dictada por la Juez de Distrito, la asociación quejosa interpuso recurso de revisión donde, en esencia, expresó agravios que enseguida se sintetizan.

En el apartado que denominó “Marco de referencia” alegó:

· Que se trasgredieron en su perjuicio los artículos 77, 78 y 79 de la Ley de Amparo, así como el artículo 222 del Código Federal de Procedimientos Civiles, ya que la Juez a quo no se ciñó a lo expresado en la demanda de amparo, además de que no apreció el acto reclamado en la forma como apareció probado ante las autoridades responsables, por lo que incurrió en una modificación de la litis constitucional planteada; que se cambiaron los hechos de la demanda y no se respetó el principio de congruencia que debe prevalecer en toda resolución judicial; aunado a que no se estudiaron en forma completa los conceptos de violación y se desatendieron las tesis de jurisprudencia obligatorias invocadas en la demanda de garantías, por lo que se violaron también los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo; 
· Que la Juez realizó un estudio histórico incompleto, parcial defectuoso y consecuentemente no útil para comprender en su integridad lo relativo a la colegiación profesional en México a la luz de las garantías constitucionales que la quejosa invocó como violadas, pues los conceptos de violación no se enfocaron en esos términos;
· Que en el estudio preliminar que realizó, la juzgadora federal se concretó esencialmente a transcribir parcialmente los Diarios de los Debates, en relación con las exposiciones de algunos de los Diputados que intervinieron en la discusión del artículo 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, de los que se advierte que la propia juez reconoció que el diputado Andrés Serra Rojas propuso limitar a cinco el número de colegios de profesionistas por cada rama o especialidad, y que sin embargo omitió estudiar que la propuesta de aquel diputado no se motivó, pues no expresó razón para ello ni se señaló la consecución de ningún fin objetivo y delimitado que se pretendiera alcanzar.
· Que la a quo definió qué debe entenderse por colegios de profesionistas y por colegiación profesional, definiciones que son esencialmente correctas, pero no sirven de sustento para la negativa del amparo solicitado, pues, apoyan los argumentos que la quejosa expresó en sus conceptos de violación;

En el agravio A, la peticionaria señaló:
· Que el primer concepto de violación fue analizado por la Juez de manera en extremo parcial y en forma meramente tangencial, sin profundidad alguna, pues aunque en apariencia fijó la litis de manera clara y precisa, ello no es así, en razón de que cambió los hechos expuestos en la demanda al no considerar que de lo que se queja la peticionaria es que no se le otorgó el registro como colegio de profesionistas por el hecho de que ya existen cinco asociaciones civiles registradas como colegios, a pesar de que cumple con los requisitos establecidos en el artículo 45 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal;
· Que los argumentos de la quejosa derivan de un razonamiento fundado en la premisa correcta consistente en que la igualdad que se predica es la existencia entre ella y los otras cinco asociaciones que solicitaron el registro como colegios de abogados –a las que sí se les otorgó-, es que todas ellas cumplieron al solicitar su registro con los requisitos legales para obtenerlo y en especial con los que establece el artículo 45 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal;
· Que el servicio público no es lo mismo que función pública, como erróneamente, dice, lo confunde la Juez de Distrito, ya que el término de función pública alude a las actividades celosamente desarrolladas por el Poder Público, que en ningún caso son delegables a los particulares, es decir, la Juez de Distrito emplea el término de servicio público de manera indebida, ya que lo confunde con el concepto de función pública, de donde resulta imprescindible no incurrir en el error de la juzgadora, ya que los particulares que realizan funciones de interés colectivo o general, no prestan servicios públicos propiamente dichos, sino servicios públicos impropios o virtuales que en realidad deben considerarse como servicios que se prestan al público o en forma concreta a una profesión determinada o a un conjunto de profesionistas. Aún más, sostiene, debe quedar claro que ningún particular realiza funciones públicas, pues estás son indelegables;
· Que por lo tanto, la juzgadora federal en la sentencia impugnada viola el artículo 79 de la Ley de Amparo, ya que modificó injustificada e ilegalmente los argumentos formulados por la quejosa en la demanda de amparo, pues no consideró que la inconstitucionalidad que se planteó, consiste en que el artículo 44 reclamado viola la garantía de igualdad en perjuicio de la quejosa Asociación Nacional de Abogados de Empresa, Asociación Civil, en relación con otras asociaciones civiles de abogados a las que sí se les concedió el registro como colegios de profesionistas;
· Que lo ilógico e incongruente de la sentencia es patente, en virtud de que la limitación de que existan solamente cinco colegios, no constituye realmente un requisito para obtener el registro, sino que es una limitación numérica, insuperable, discriminatoria y desproporcionada, como se sostuvo en el primer concepto de violación, lo que no fue estudiado en la sentencia que se recurre;
· Que contrariamente a lo que sostiene la Juez de Distrito, el artículo 44 reclamado, si “veda y prohíbe” el derecho que tiene la peticionaria de obtener el registro como colegio de profesionistas, pues establece como obstáculo para que a dicha asociación se le registre como colegio, que no pueden existir más de cinco colegios por cada rama o especialidad, lo que propicia un trato desigual, diferenciado, desproporcionado y discriminatorio en relación con las otras cinco asociaciones civiles que solicitaron dicho registro, lo que es violatorio de la garantía de igualdad en su vertiente de no discriminación, como lo debió reconocer la Juez de Distrito, ya que se discrimina a la quejosa por la sola razón de que en el momento en que solicitó su registro como colegio de abogados, existían cinco colegios ya registrados en esa rama;
· Que la a quo no estudió que la limitación numérica que establece el artículo 44 reclamado no se justifica constitucionalmente ni tampoco en el interés público, en virtud de que esa limitación no atiende a ninguna situación objetiva que derive de requisitos de interés público que para los colegios de profesionistas establezca la ley, sino que es una limitante numérica insuperable, arbitraria y externa a los gobernados de que se trata, por lo que genera un trato desigual entre asociaciones civiles que solicitaron el registro como colegio de profesionistas (las asociaciones civiles ya registradas y la de la quejosa), debiéndose considerar que todo trato desigual que no pueda ser justificado constitucionalmente o apoyado en el interés público, es violatorio de la garantía de igualdad en su vertiente de no discriminación, puesto que no debe soslayarse que el disfrute pleno de la garantía otorgada por el artículo 1° constitucional en sus párrafos primero y tercero exige necesariamente la actualización del principio de igualdad material o real entre los titulares de esa garantía, dado que jurídicamente la igualdad se traduce en que varias personas físicas o morales, cuyo número es indeterminado, que participen de la misma situación, tengan la posibilidad y la capacidad de ser  titulares frente al Estado, cualitativamente de los mismos derechos y obligaciones que emanen de la ley aplicable, lo cual estará en función de sus circunstancias particulares;
Agravio B:
· Que contrario a lo resuelto en la sentencia recurrida, debía declararse fundado el segundo concepto de violación relativo a la libertad de trabajo, pues como ya existen cinco asociaciones civiles registradas como colegios, se le impide a la quejosa obtener el registro como colegio de profesionistas para realizar las actividades de interés general, colectivo o gremial que persiguen los colegios de abogados, cuestión que no consideró la juez federal, pues si la quejosa solicitó su registro como colegio de abogados y cumple con los requisitos adicionales legalmente establecidos para la obtención de dicho registro, el mismo debió otorgársele para estar en condiciones de perseguir los propósitos de los colegios de profesionistas y así disfrutar de la libertad de trabajo que a su favor establece la Constitución;
· Que no es correcta la interpretación de la Juez de Distrito, en el sentido de que la licitud, en el contexto del artículo 5º constitucional, debe referirse solamente a actividades privadas, ya que tal conclusión no deriva del texto constitucional, que es el único que puede limitar las garantías reconocidas en él mismo, de donde resulta equivocado el razonamiento contrario contenido en la sentencia recurrida, toda vez que si bien es cierto que las actividades que desarrollan los colegios de profesionistas son actividades de interés colectivo en beneficio de una rama o gremio profesional, ello no es impedimento para que se le otorgue a la quejosa el registro como colegio para que ésta goce plenamente de la garantía individual de libertad de trabajo, ya que las actividades de los colegios de profesionistas son naturalmente compatibles con el texto constitucional;
· Que la Juez de Distrito no analizó los argumentos relativos a la libertad de trabajo en relación con la garantía de igualdad, puesto que el artículo 5º constitucional señala que a ninguna persona podrá impedírsele que se dedique a cualquier trabajo que le acomode, siendo éste licito, lo que implica que debe darse trato igual a quien pretenda realizar cualquier trabajo lícito, esto es, cualquier actividad que la ley no considere ilícita.
Agravio C:
· Que los argumentos de la Juez de Distrito para considerar inoperante el tercer concepto de violación de la demanda de amparo, son equivocados, ya que el artículo 9º de la constitución protege la libertad de asociación para dedicarse a un fin lícito, esto es, dicha libertad debe estudiarse no solamente desde el punto de vista de si se permite o no a un grupo de personas asociarse en forma permanente, sino también respecto de una asociación ya constituida, en el sentido de si se le permite o no realizar los fines lícitos para los que se constituyó o que se encuentran permitidos por la ley, es decir, el libre ejercicio del derecho de asociación comprende igualmente el derecho constitucional de que una asociación ya constituida, esté en aptitud de realizar cualquier objeto lícito, esto es permitido por la ley, y en ese caso no puede vedarse la realización de ese objeto, sin a su vez se viole el derecho de asociación garantizado constitucionalmente;
· Que si bien es cierto que el precepto legal reclamado no impide a la quejosa “…dedicarse a las actividades del orden privado que mejor le convengan…”, lo cierto es que eso no fue lo que se manifestó en el tercer concepto de violación de la demanda de amparo, por lo que la Juez de Distrito estudió cuestiones que no se plantearon por la quejosa;
Agravio D:
· Que en lo que se refiere al quinto concepto de violación, es inexacta la conclusión a la que llegó la Juez de Distrito en el sentido de que la limitante contenida en el precepto reclamado se encuentra debidamente motivada, dado que si bien en los Diarios de Debates quedaron plasmados los motivos en contra de la colegiación unitaria, lo cierto es que la quejosa no se queja de ello, sino de que el número de colegios de profesionistas por cada rama profesional o especialidad se limite a cinco, cuestión que no fue motivada por el legislador, contrario a lo considerado en la sentencia recurrida.
Agravio E:
· Que la juez de distrito ni siquiera estudió lo expresado en el cuarto concepto de violación, relativo a que en términos del artículo 133 constitucional, los tratados internaciones se encuentran por encima de las leyes federales, y por debajo de la Constitución, y que, en consecuencia, las leyes federales no deben establecer disposiciones que contravengan los derechos que derivan de los diferentes tratados internaciones, pues en caso de contravenirlos se violaría además el artículo 16 constitucional; por lo que al no haberlos estudiado la Juez de Distrito violó los artículos 77, 78 y 79 de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 222 del Código de Procedimientos Civiles.
Quinto.- Los agravios A, B y C expresados en torno a lo resuelto por la Juez de Distrito en relación con el primer, segundo y tercer conceptos de violación, respectivamente, son aptos para revocar la sentencia recurrida.

En atención a que la materia de dichos agravios se encuentra íntimamente relacionada con la debida intelección y análisis de los derechos fundamentales consagrados en la Constitución Federal sobre igualdad, libertad de trabajo y libertad de asociación que la quejosa considera vulnerados, conviene traer a cuenta las premisas establecidas por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre lo que cada uno de los citados derechos establece, para confrontarlo con lo resuelto en la sentencia sujeta a examen y evidenciar así, las razones del aserto indicado en el párrafo anterior.

Pues bien, el artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en que se establece la garantía de igualdad prevé textualmente lo siguiente:

“Art. 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”

Como lo precisó esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la ejecutoria de la que emergió la jurisprudencia 1a./J. 55/2006
, la igualdad se configura en nuestra Constitución Federal como uno de los principios estructurales del orden jurídico, lo cual implica, que ha de servir como criterio básico para la producción normativa y su posterior interpretación y aplicación.

En consonancia con esta condición, la Constitución plasma diferentes facetas de la igualdad, y se refiere a ella a veces en un plano general y a veces en el contexto de un ámbito material específico. 

Así, por ejemplo, el primer párrafo del artículo 1o. de la Constitución contiene una afirmación general del principio de igualdad en el disfrute de las garantías individuales que la misma otorga; en el tercer párrafo de dicho artículo se establece la prohibición de discriminar por varios motivos expresamente enumerados, y de cualquier otro modo que implique un menoscabo para la dignidad humana o para los derechos y libertades de las personas; en el artículo 2°, apartado B, de la propia Constitución, se impone a los distintos niveles territoriales de poder, el deber de establecer las instituciones y políticas necesarias para garantizar los derechos y el desarrollo de los pueblos indígenas, con vistas a promover su igualdad de oportunidades y eliminar cualquier práctica discriminatoria; el artículo 4° del Orden Supremo, especifica que el varón y la mujer son iguales ante la ley; los artículos 13, 14 y 17 garantizan de varios modos la igualdad de las personas sujetas a un proceso jurisdiccional; y la fracción IV del artículo 31, al imponer a los mexicanos la obligación de contribuir para los gastos públicos de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes, proyecta las exigencias del principio de igualdad sobre el ámbito impositivo.

Del conjunto de todas estas menciones que constituyen una enumeración no exhaustiva sino ejemplificativa, se desprende que en nuestro ordenamiento jurídico la igualdad es un principio complejo que otorga a las personas no solamente la garantía de que serán iguales ante la ley -esto es, en su condición de destinatarios de las normas y de usuarios del sistema de administración de justicia- sino también en la ley -esto es, en relación con el contenido de la ley-, la cual tendrá que ajustarse a las disposiciones constitucionales sobre igualdad para ser constitucional. 

También se desprende, de manera central, que el principio de igualdad debe entenderse como un principio que exige tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales. Para ajustarse a ello, en algunas ocasiones hacer distinciones estará vedado, pero en otras estará permitido, o incluso constitucionalmente exigido.

A los efectos de realizar el control de constitucionalidad de las leyes en casos en los que se planteen cuestiones de igualdad, por tanto, lo esencial es explicitar sobre la base de qué criterios y con qué fines deben considerarse iguales o desiguales dos o más situaciones. 

Sólo así será posible marcar la necesaria diferencia entre las distinciones que son constitucionalmente legítimas, y aquellas que son constitucionalmente ilegítimas y que caen dentro de la prohibición de discriminación establecida de modo específico en el párrafo tercero del artículo 1° de la Constitución.

Dicho de modo más específico, esta Suprema Corte ante un caso en el que la ley distingue entre dos o varios hechos, sucesos, personas o colectivos, debe analizar si dicha distinción descansa en una base objetiva y razonable o si, por el contrario, constituye una "discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas".

Para ello es necesario determinar, en primer lugar, si la distinción introducida por el legislador obedece a una finalidad objetiva y constitucionalmente válida. Es claro que el legislador no puede introducir tratos desiguales de manera arbitraria, sino que debe hacerlo con el fin de avanzar en la consecución de objetivos constitucionalmente válidos -esto es, admisibles dentro de los límites marcados por las previsiones constitucionales, o expresamente incluidos en dichas previsiones-.

En segundo lugar, es necesario examinar la racionalidad o adecuación de la distinción introducida por el legislador. Es necesario que la introducción de una distinción constituya un medio apto para conducir al fin u objetivo que el legislador quiere alcanzar. Si la relación de instrumentalidad entre la medida clasificatoria introducida por el legislador y el fin que éste pretende alcanzar no es clara, o si se llega a la conclusión de que la medida es patentemente ineficaz para conducir al fin pretendido, será obligado concluir que la medida no es constitucionalmente razonable.

En tercer lugar, debe cumplirse el requisito de la proporcionalidad de la medida legislativa bajo examen: el legislador no puede tratar de alcanzar objetivos constitucionalmente legítimos de un modo abiertamente desproporcional, sino que debe cuidar que exista un adecuado balance entre el trato desigual que se otorga y la finalidad perseguida.

Lo que la garantía constitucional de la igualdad exige es, en definitiva, que la persecución de un objetivo constitucionalmente válido no se haga a costa de una afectación innecesaria o desmedida de otros bienes y derechos constitucionalmente protegidos.

Por último, es de la mayor importancia determinar respecto de qué se está predicando la igualdad o la desigualdad en el caso concreto. La igualdad es siempre un principio y un derecho de carácter fundamentalmente adjetivo. La igualdad o la desigualdad, en otras palabras, se predica siempre de algo y este referente es relevante a la hora de realizar el control de constitucionalidad de las leyes, porque la Constitución desea que en algunos ámbitos el legislador tenga más amplitud para desarrollar su labor normativa, mientras que en otros ésta se contraste más estrechamente con las condiciones y parámetros constitucionalmente establecidos. La Constitución misma establece, en varios preceptos, cuál debe ser el referente de fondo del juicio de igualdad, e indica indirectamente al Juez de constitucionalidad en qué casos debe ser especialmente exigente a la hora de determinar si el legislador se ha ajustado a las exigencias que de él derivan.

Sobre ese marco referencial respecto de la garantía de igualdad, conviene traer de nuevo a cuenta el texto de la disposición reclamada, artículo 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal:

“ARTICULO 44.- Todos los profesionales de una misma rama podrán constituir en el Distrito Federal uno o varios colegios, sin que excedan de cinco por cada rama profesional, gobernados por un Consejo compuesto por un presidente, un vicepresidente, dos secretarios propietarios y dos suplentes, un tesorero y un subtesorero, que durarán dos años en el ejercicio de su encargo.”
Pues bien, como se advierte de los antecedentes narrados, a través de su primer concepto de violación la quejosa expuso las condiciones mínimas de pertinencia para un análisis del precepto reclamado a la luz de la garantía de igualdad en comento, contrario a lo determinado por la Juez de Distrito. 

En efecto, aunque la literalidad de algunos fragmentos en la exposición de la peticionaria podría llevar a considerar que alega la violación a su garantía de igualdad bajo circunstancias que, de inicio, parecerían diversas entre así (como lo apreció la Juez de Distrito, al entender que la quejosa, en su calidad de mero solicitante del registro para colegio de profesionistas, pretendió compararse con aquellas cinco organizaciones que, a diferencia, ya cuentan con dicha inscripción y, por consiguiente, tienen facultades y obligaciones de orden público); lo cierto es que el concepto de violación en comento revela una cosa distinta, es decir, una causa de pedir diferente.

De dicho planteamiento se obtiene que lo que en realidad alegó la asociación quejosa es ese tratamiento distinto que genera la disposición reclamada sobre todos aquellos que, como ella, siendo potenciales candidatos a conformarse como colegio, solicitaron la expedición de su registro; pero, al limitar la norma a cinco el número de colegios por cada rama profesional que pueden constituirse en el Distrito Federal, resulta que de entre un universo de organizaciones aspirantes a obtener el registro, únicamente lo consiguen las primeras cinco que lo soliciten y llenen los requisitos correspondientes, lo que de suyo desplaza la posibilidad de acceder a dicho registro por parte de todas las otras asociaciones que eventualmente reúnan los demás requisitos que la ley establece para constituir un colegio profesional (como pudiera ser el caso de la quejosa), por el sólo hecho, se reitera,  de encontrarse ya registrado el número limitado de colegios establecido en el citado precepto.

De ahí que en discrepancia de lo resuelto por la Juez de Distrito, se considere viable la premisa de igualdad expuesta por la quejosa para reclamar el dispositivo de mérito, basada en que, habiéndose encontrado en similitud de circunstancias con aquellas organizaciones de abogados que ya tienen la calidad de colegio profesional y que en su momento fueron aspirantes al registro, resulta que a ella, en su calidad también de aspirante, se le niega la posibilidad de registrarse como colegio por encontrarse cubierto el límite de éstos permitido por la ley, diferencia de trato que considera inconstitucional y que la legitima para someter la norma reclamada al examen correspondiente a través del juicio de garantías.

Razón por la que en ese rubro, resulta fundado el agravio identificado como A, pues efectivamente se vieron vulnerados los artículos 77, 78 y 79 de la Ley de Amparo, ya que la Juez de Distrito no se ciñó a lo expresado en la demanda de amparo.

En sus conceptos de violación, la peticionaria vinculó la afectación a la garantía de igualdad, con la de libertad de trabajo y la de asociación previstas, respectivamente, en los artículos 5° y 9° de la Constitución Federal.
Es por ello, que la quejosa plantea la violación del artículo 1° de la Constitución teniendo como referente diversas garantías constitucionales, esto es, manifiesta que la violación que en el caso concreto se produciría resultaría de un estudio conjunto de tal ordinal con las correlativas libertades.
De ahí que por la naturaleza del argumento expuesto por la quejosa es menester también verificar si es correcta o  no la decisión adoptada en la sentencia reclamada respecto de las garantías de libertad alegadas.

Para ello, resulta preciso atender al contenido, alcance y limitaciones que constitucionalmente tiene la libertad de trabajo en nuestro sistema jurídico.

Esa libertad se encuentra garantizada y consagrada en el artículo 5° constitucional, en que se reconoce a todos los individuos la libertad de dedicarse a la ocupación de su elección. 

El citado dispositivo constitucional establece:

“Art. 5o.- A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Nadie puede ser privado del producto de su trabajo, sino por resolución judicial.

La Ley determinará en cada Estado, cuáles son las profesiones que necesitan título para su ejercicio, las condiciones que deban llenarse para obtenerlo y las autoridades que han de expedirlo.

Nadie podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa retribución y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo impuesto como pena por la autoridad judicial, el cual se ajustará a lo dispuesto en las fracciones I y II del artículo 123.

En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser obligatorios, en los términos que establezcan las leyes respectivas, el de las armas y los jurados, así como el desempeño de los cargos concejiles y los de elección popular, directa o indirecta. Las funciones electorales y censales tendrán carácter obligatorio y gratuito, pero serán retribuidas aquéllas que se realicen profesionalmente en los términos de esta Constitución y las leyes correspondientes. Los servicios profesionales de índole social serán obligatorios y retribuidos en los términos de la ley y con las excepciones que ésta señale.

El Estado no puede permitir que se lleve a efecto ningún contrato, pacto o convenio que tenga por objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacrificio de la libertad de la persona por cualquier causa.

Tampoco puede admitirse convenio en que la persona pacte su proscripción o destierro, o en que renuncie temporal o permanentemente a ejercer determinada profesión, industria o comercio.

El contrato de trabajo sólo obligará a prestar el servicio convenido por el tiempo que fije la ley, sin poder exceder de un año en perjuicio del trabajador, y no podrá extenderse, en ningún caso, a la renuncia, pérdida o menoscabo de cualquiera de los derechos políticos o civiles.

La falta de cumplimiento de dicho contrato, por lo que respecta al trabajador, sólo obligará a éste a la correspondiente responsabilidad civil, sin que en ningún caso pueda hacerse coacción sobre su persona.”
Esta libertad implica que toda persona tiene derecho a elegir trabajar o no trabajar. En este mismo sentido, implícitos en la libertad de trabajo, están tanto el derecho a percibir una remuneración por el trabajo desempeñado, como la imposibilidad jurídica de que se pacten determinados acuerdos que tengan como consecuencia restringir la propia libertad individual.  

Pero la libertad de trabajo, como todas las libertades, no es irrestricta sino que se limita por la propia Constitución. De conformidad con el propio texto del artículo 5°, la libertad de trabajo encuentra las siguientes limitantes:

a) La actividad debe ser lícita;

b) Puede ser limitada por resolución judicial, cuando se ataquen derechos de terceros, y

c) Puede ser limitada por una resolución gubernativa, cuando se ofendan los derechos de la sociedad, según se disponga en ley, esto es, según se disponga en un acto material y formalmente legislativo. 

Al respecto, resulta aplicable la Jurisprudencia del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aprobada en sesión privada del cinco de abril de mil novecientos noventa y nueve que dice:

Jurisprudencia

Materia(s): Constitucional

Novena Época

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

IX, Abril de 1999

Tesis: P./J. 28/99

Página: 260

“LIBERTAD DE TRABAJO. NO ES ABSOLUTA DE ACUERDO CON LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES QUE LA RIGEN (ARTÍCULO 5o., PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS  MEXICANOS).

La garantía individual de libertad de trabajo que consagra el artículo 5o., primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es absoluta, irrestricta e ilimitada, sino que, con base en los principios fundamentales que deben atenderse, su ejercicio se condiciona a la satisfacción de los siguientes presupuestos: a) que no se trate de una actividad ilícita; b) que no se afecten derechos de terceros; y, c) que no se afecten derechos de la sociedad en general. En lo referente al primer presupuesto, la garantía constitucional cobra vigencia en la medida que se refiera a una actividad lícita, esto es, que esté permitida por la ley. El segundo presupuesto normativo implica que la garantía no podrá ser exigida si la actividad a la que pretende dedicarse la persona conlleva a su vez la afectación de un derecho preferente tutelado por la ley en favor de otro. Finalmente, el tercer presupuesto implica que la garantía será exigible siempre y cuando la actividad, aunque lícita, no afecte el derecho de la sociedad, esto es, existe un imperativo que subyace frente al derecho de los gobernados en lo individual, en tanto que existe un valor que se pondera y asegura, que se traduce en la convivencia y bienestar social, lo que significa que se protege el interés de la sociedad por encima del particular y, en aras de ese interés mayor se limita o condiciona el individual cuando con éste puede afectarse aquél en una proporción mayor del beneficio que obtendría el gobernado.”
Sin embargo, el hecho de que el dispositivo constitucional sólo mencione estas formas de restricción a la libertad de trabajo no implica de manera alguna que sean éstas las únicas que existen en relación con la misma. 

Adicionalmente, pueden existir diversas limitaciones también en el propio texto constitucional, como serían aquellas contenidas en el artículo 123 en cuanto regula trabajos prohibidos para menores de edad, limitando así su propia libertad de trabajo; también se aprecia esto con la limitación que tienen los ministros de culto para ejercer cargos públicos, según dispone el artículo 130 de la Constitución. 

En el caso de la libertad de trabajo y los derechos implícitos en la misma, por disposición constitucional, existen ciertos casos de excepción que escapan de esa esfera, tornándose el trabajo ya sea obligatorio y/o gratuito como es el caso del trabajo impuesto como pena, el caso de los servidores públicos, los jurados, los cargos de elección popular, las funciones electorales y censales y los servicios sociales. 

En este orden de ideas, cabe señalar que la libertad de trabajo exige, como cualquier otra libertad, reglas que determinen en qué condiciones puede ésta ejercitarse. En el caso concreto, es la propia Constitución la primera en imponer una modalidad reglada a esta libertad en relación con algunas profesiones que por cuestiones de orden público e interés general se requiere para su ejercicio de título registrado y expedido por autoridad competente, sin el cual no se podrá ejercer la profesión, según lo determine la legislación de cada Estado. Es de notarse que esta modalidad de ninguna manera es una limitante, pues una vez superado el requerimiento en mención, la libertad de trabajo es expedita para el individuo. 

En lo conducente, es aplicable la tesis del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice:

Tesis aislada

Materia(s): Constitucional, Administrativa

Séptima Época

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

187-192 Primera Parte

Tesis: 

Página: 51

“LEY ADUANERA Y SU REGLAMENTO. NO CONTRAVIENEN LA GARANTIA DE LIBERTAD DE TRABAJO AL ESTABLECER REQUISITOS PARA DEDICARSE AL DESPACHO ADUANAL DE MERCANCIAS.

La Ley Aduanera y su reglamento no prohiben a una persona que trabaje como intermediaria en el despacho aduanal, sino que se constriñen a reglamentar el desempeño de esa actividad. Esto es así, porque la garantía de libertad de trabajo no debe interpretarse de manera irrestricta, sino que ha de entenderse sin perjuicio de sujetarse a las disposiciones de interés público que, sin coartar dicha libertad, determinen los requisitos y condiciones para el ejercicio de cualquier actividad. En tal virtud, es evidente que las modalidades y requisitos que establecen la Ley Aduanera y su reglamento, para actuar en el despacho de mercancía ante las autoridades aduaneras (artículo 143 de la ley), no implican que se prive a las personas del derecho de dedicarse a esa actividad, ya que, cumplidos los requisitos correspondientes, podrán dedicarse al despacho aduanal.”
Amparo en revisión 4079/83. Central de Aduanas de Acapulco, S.A. 4 de septiembre de 1984. Unanimidad de dieciocho votos. Ponente: María Cristina Salmorán de Tamayo. Secretario: Arturo Iturbe Rivas.

Igualmente, resulta aplicable, en lo conducente, la Tesis del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice:

Tesis aislada

Materia(s): Constitucional, Administrativa

Séptima Época

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

205-216 Primera Parte

Tesis: 

Página: 12

“AGENTES ADUANALES, DERECHOS PARA ACTUAR DE LOS, A TRAVES DE SOCIEDADES. LOS ARTICULOS 146, FRACCION III, 148, FRACCION I, Y 149 DE LA LEY ADUANERA NO VIOLAN EL ARTICULO 5o. CONSTITUCIONAL.

Los artículos 146, fracción III, 148, fracción I, y 149 de la Ley Aduanera no violan la garantía de libertad de trabajo que tutela el artículo 5o. constitucional, habida cuenta de que no prohiben a los particulares dedicarse a una actividad lícita, como es la explotación de una patente aduanal, pues lo único que disponen aquellos preceptos es que dicha explotación debe realizarse bajo determinadas condiciones, entre las cuales se encuentra el requisito de constituir sociedades o asociaciones de personas cuando el ejercicio de la patente se pretenda llevar a cabo a través de una persona moral. Lo anterior significa, entonces, que las disposiciones legales reclamadas no están impidiendo a los interesados desplegar la actividad que hasta ahora hayan venido realizando, toda vez que pueden seguir operando como agencias aduanales una vez que cumplan con el requisito de modificar su régimen corporativo. Además, la garantía de libertad de trabajo no debe entenderse en el sentido de que el legislador común está impedido para establecer nuevos requisitos que la ley anterior no contemplaba como condición para la práctica de cierta actividad, pues lo que prohíbe aquella garantía es que se limite a personas, en forma absoluta, el ejercicio de la profesión, industria, comercio o trabajo que les acomode, siendo lícitos; imperativo que no se viola cuando las leyes prevén requisitos razonablemente superables, que lejos de ser un obstáculo, sólo tienden a regular en beneficio de la colectividad la libertad de trabajo, la cual tampoco puede ejercerse en forma irrestricta y sin ningún control.”
Amparo en revisión 6296/85. José Antonio Robles Sahagún y otra. 19 de agosto de 1986. Unanimidad de diecisiete votos. Ponente: Fernando Castellanos Tena. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

La ley reglamenta a mayor detalle las condiciones en que debe ejercerse la libertad de trabajo, pero no puede imponer más límites que los que señala la propia Constitución. La reglamentación de esta libertad debe desarrollarla en el sentido de determinar las condiciones en que se puede ejercer y armonizar en beneficio de la colectividad el ejercicio de esta libertad individual. Esto es, el imperativo constitucional no se viola cuando la reglamentación del mismo sólo tiende a regular en beneficio de la colectividad la libertad de trabajo. 

Las normas de la reglamentación implican el establecimiento de las modalidades en que las libertades deben ejercerse, señalando las condiciones y los requisitos necesarios, sin que éstos puedan llegar al extremo, por supuesto, de coartar la libertad; esto es, deben ser modalidades razonables y superables. 

Adicionalmente, existen casos especiales en los cuales, en atención a que el ejercicio de determinada actividad por parte de los particulares conlleva el acceso a ciertos derechos de orden o interés público, se exigen mayores requerimientos también superables pero de mayor exigencia que lo ordinario, que se justifican precisamente en atención al acceso a derechos de interés público que otorga el ejercicio de determinada actividad, como es, por ejemplo, el caso del notario público. En el caso del notario público, las leyes que rigen su actuar son indicativas de que ejercen una actividad de interés público que originariamente corresponde al Estado, como lo es el ejercer y gozar de fe pública. 

Las anteriores premisas permiten advertir que también es fundado el agravio identificado como B.

En principio conviene tener presente que la obtención de un registro como colegio de profesionistas, tiene por consecuencia la atribución de ciertas facultades a favor del colegio registrado que no van en relación únicamente con los intereses de los agremiados y que tampoco son los inherentes a una asociación civil ordinaria, de derecho común.

En efecto, la Ley Reglamentaria del Artículo 5º Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, dispone que los colegios de profesionistas registrados tendrán como derechos y obligaciones: dar su opinión al Ejecutivo Federal respecto del contenido de los reglamentos que delimiten los campos de acción de cada profesión (artículo 4°); fungir como representantes ante el Estado de los profesionales de su rama (artículo 21 y artículo 50, inciso l); integrar las comisiones técnicas de que se auxilia la Secretaría de Educación Pública para la realización de funciones de su competencia (artículo 22); determinar en acuerdo conjunto con la Dirección de Profesiones la forma en que se cumplirá con el servicio social (artículo 23, fracción VIII); fijar los conceptos de ética profesional de su rama, respecto a los cuales se debe normar la publicidad que hagan los profesionistas de su actividad (artículo 42); vigilar el ejercicio de la profesión de sus agremiados (artículo 50, inciso a); promover la expedición de leyes, reglamentos y sus reformas, relativos al ejercicio profesional (artículo 50, inciso b); auxiliar a la administración pública promoviendo lo conducente a la moralización de la misma (artículo 50, inciso c); denunciar ante la Secretaría de Educación Pública o las autoridades penales las violaciones a la Ley de Profesiones (artículo 50, inciso d); proponer los aranceles profesionales (artículo 50, inciso e); servir de árbitros en conflictos entre profesionales o entre éstos y sus clientes, por supuesto, cuando éstos así lo convengan (artículo 50, inciso f); prestar la más amplia colaboración al poder público como cuerpos consultores (artículo 50, inciso h); llevar el turno conforme al cual debe prestarse el servicio social y establecer la forma en que éste debe prestarse (artículo 50, inciso m); formar las listas de peritos, que serán las únicas que sirvan oficialmente (artículo 50, inciso o) y velar porque los puestos públicos en que se requieren conocimientos propios de determinada profesión estén desempeñados por los técnicos respectivos con título legalmente expedido y registrado (artículo 50, inciso p). 

En consecuencia, estos colegios de profesionistas, al constituirse y registrarse como tales, adquieren ciertas funciones de interés público, lo cual constituye por sí mismo un bien colectivo, en tanto van dirigidos a salvaguardar los fines que se pretenden lograr con su regulación; afirmación que encuentra sustento en el pronunciamiento del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver el amparo en revisión 295/99, derivado del juicio de amparo 447/98, promovido por  Colegio Mexicano de Licenciados en Administración, Asociación Civil, contra actos del Congreso de la Unión y otras autoridades, en sesión correspondiente al ocho de mayo de dos mil.

Ahora bien, contrario a lo determinado por la Juez de Distrito, la libertad de trabajo no está constreñida a salvaguardar exclusivamente actividades de índole privado, sino que también abarca la salvaguarda a la libertad de dedicarse a labores que tiendan a la consecución de ciertos fines de orden o interés público como las que llevan a cabo los colegios de profesionistas, pues la Constitución en ese sentido no establece condiciones para el desarrollo de esa libertad.

Como se mencionó, en esos casos especiales en que se encuentran involucradas ciertas cuestiones de orden o interés público, el legislador válidamente podrá establecer mayores requerimientos que, sin dejar de ser superables, sean de mayor exigencia que lo ordinario; pero lo que le está vedado es imponer más límites en relación con los principios establecidos en la  Constitución. 

De tal modo que si se toma en cuenta que las limitantes constitucionales se ciñen a que la actividad: sea lícita; sólo pueda ser restringida por resolución judicial, cuando se ataquen derechos de terceros; sólo sea limitada por una resolución gubernativa, cuando se ofendan los derechos de la sociedad; no permita los trabajos para menores de edad pues se encuentran prohibidos; no consista en el ejercicio de cargos públicos por ministros de culto; podrá advertirse, en consecuencia, que entre esas restricciones no se encuentra alguna que limite la libertad en comento respecto a actividades que tiendan a la consecución de fines de orden público e interés colectivo como las que, se reitera, llevan a cabo los colegios de profesionistas. 

Es decir, esa limitación no se desprende de la garantía constitucional en estudio, por lo que el legislador ordinario tampoco debe restringirla.
Un ejemplo de que la libertad de que se trata está garantizada también respecto de actividades de orden público, es el caso de la actividad notarial, cuyas leyes que rigen su actuar son indicativas de que ejercen una actividad de interés público que originariamente corresponde al Estado, como lo es el ejercer y gozar de fe pública; pero no por ello, la autoridad está liberada de observar a favor de los notarios la garantía en comento, por el sólo hecho de que su función sea de orden público, tal como lo estableció la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente jurisprudencia:

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XVII, Junio de 2003

Tesis: 2a./J. 44/2003

Página: 253

“NOTARIOS PÚBLICOS DEL ESTADO DE JALISCO (Y LEGISLACIONES AFINES). CASOS EN LOS QUE PUEDEN PROMOVER JUICIO DE AMPARO.

Conforme al artículo 1o. de la Ley del Notariado del Estado de Jalisco, los Notarios son profesionales del derecho que desempeñan una función pública, consistente en dar fe de actos, negocios o hechos jurídicos a los que deban y quieran dar autenticidad. Por ello, dichas personas, si bien no son funcionarios públicos por cuanto no forman parte de la estructura orgánica de la administración pública, sí ejercen una función pública, la que realizan bajo su responsabilidad de manera autónoma, pero no discrecional, ya que están sujetos a diversas normas jurídicas a las que deben circunscribir su actuar, mismas que conforman su estatuto. Para determinar cuándo pueden promover amparo, a semejanza del derecho administrativo, debe distinguirse entre el titular del órgano -persona física-, y el órgano mismo. Así, los Notarios de esa entidad federativa, además de poder promover juicio de amparo en su carácter de gobernados como cualquier individuo contra actos autoritarios que afecten sus garantías constitucionales (persona, familia, patrimonio, libertad o seguridad jurídica), también tienen legitimación para promover el juicio de garantías en contra de actos de autoridad que violen o sobrepasen lo establecido en ese sistema normativo legal y reglamentario que rige su función, que al mismo tiempo que obligan a los Notarios, les sirve de defensa y protección jurídica, en tanto resguarda su garantía de trabajo y la legalidad de su actuación.”
De ahí que asista razón a la recurrente en cuanto a que la Juez de Distrito indebidamente le opuso como impedimento a su libertad de trabajo una condición no establecida por el propio artículo 5° constitucional, al haber circunscrito dicha garantía a las actividades de índole meramente privado, dejando de advertir que la garantía es extensiva también a tareas de interés general como lo son los colegios de profesionistas.

Finalmente, en lo que corresponde a la libertad de asociación, se toma en cuenta que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que:

“…el articulo 9º constitucional consagra la garantía de libre asociación que implica la potestad que tienen los individuos de unirse para constituir una entidad o persona moral, con sustantividad propia y distinta de los asociantes y que tiende a la consecución de objetivos plenamente identificados cuya realización es constante y permanente…”

Esta garantía implica la libertad que tienen las personas para asociarse o reunirse con el propósito de realizar un acto común u obtener una finalidad que beneficia a los que intervienen en dicha asociación.

Ilustra sobre el particular, la Jurisprudencia de este Tribunal Pleno, que dice:
Jurisprudencia

Materia(s): Constitucional, Administrativa

Novena Época

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

II, Octubre de 1995

Tesis: P./J. 28/95

Página: 5

“CAMARAS DE COMERCIO E INDUSTRIA, AFILIACION OBLIGATORIA. EL ARTICULO 5o. DE LA LEY DE LA MATERIA VIOLA LA LIBERTAD DE ASOCIACION ESTABLECIDA POR EL ARTICULO 9o. CONSTITUCIONAL. La libertad de asociación consagrada por el artículo 9o. constitucional es el derecho de que gozan los particulares, tanto personas físicas como personas jurídico-colectivas, para crear un nuevo ente jurídico que tendrá personalidad propia y distinta de la de sus asociados. Tal derecho es violado por el artículo 5o. de la Ley de las Cámaras de Comercio y de las de Industria, al imponer a los comerciantes e industriales cuyo capital manifestado ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público sea de dos mil quinientos pesos en adelante, la obligación de inscribirse en la Cámara correspondiente en el curso del mes siguiente a la iniciación de sus actividades o dentro del mes de enero de cada año, advertidos de que, de no hacerlo, se les sancionará con una multa que en caso de reincidencia será duplicada y que no les liberará del cumplimiento de esa obligación. Ahora bien, si la libertad de asociación establecida por el artículo 9o. de la Constitución es un derecho de los gobernados, la esfera de protección derivada de la garantía constitucional de que se trata puede operar en tres posibles direcciones: 1o. derecho de asociarse formando una organización o incorporándose a una ya existente; 2o. derecho a permanecer en la asociación o a renunciar a ella; y 3o. derecho de no asociarse. Correlativamente, la autoridad no podrá prohibir que el particular se asocie; no podrá restringir su derecho a permanecer en la asociación o a renunciar a ella, ni, tampoco, podrá obligarlo a asociarse. Consecuentemente, el artículo 5o. de la Ley de las Cámaras de Comercio y de las de Industria al imponer la obligación a los comerciantes e industriales a afiliarse a la Cámara correspondiente, viola la libertad de asociación establecida por el artículo 9o. constitucional.”
La importancia de esta garantía es fundamental. Su consagración constitucional denota la existencia de un Estado libre y democrático de derecho, toda vez que da pie a la creación de cualquier persona moral, tanto pública como privada. En el caso de las personas morales públicas destacan los partidos políticos, que se dedican a participar activamente en la vida política nacional, de conformidad con idearios tendientes a mejorar la forma de gobierno de la República.

De manera que la libertad de asociación puede operar en tres posibles direcciones:

a) Como el derecho de asociarse formando una asociación o incorporándose a una ya existente;

b) Como el derecho a permanecer en una asociación o renunciar a ella, y

c) Como el derecho de no asociarse, lo que en sentido opuesto implica la correlativa obligación de la autoridad de no limitar estos derechos ni obligarlo a asociarse. 


El propio texto del artículo noveno constitucional impone los límites de dicha libertad, a saber:

a) El objeto de la asociación debe ser lícito;

b) Las reuniones armadas no tendrán derecho a deliberar;

c) Si la asociación es para tomar parte en asuntos políticos, sólo podrán formar parte de la misma ciudadanos mexicanos, y

d) No podrán proferirse injurias en contra de la autoridad ni hacer uso de violencia o amenazas para intimidarla u obligarla a resolver en un sentido. 

Sin embargo, al igual que sucede en el caso de la libertad de trabajo, las limitaciones a esta libertad no aparecen únicamente impuestas por el dispositivo que la establece. En el caso de la libertad de asociación, tenemos dos casos relevantes en los que su amplitud se despliega y a la vez se limita por la propia Constitución, y éstos son los casos de las asociaciones de carácter religioso y las de carácter político. 

En estos casos, la libertad de asociación, aun cuando sólo toma un matiz distinto, es limitada, toda vez que, por una parte, se reconoce la libertad para asociarse y formar agrupaciones políticas y por otra se limita la amplitud de esta libertad al señalarse limitativamente, en forma de excepción a la regla general, que los ministros de culto no pueden asociarse con fines políticos (aun cuando son ciudadanos mexicanos), al prohibirse la formación de agrupaciones políticas cuyo título tenga alguna alusión religiosa en su nomenclatura e igualmente, al prohibirse la celebración de reuniones de carácter político en templos religiosos (inciso e) del artículo 130 constitucional). Estos casos evidencian claramente que las limitaciones y excepciones a la amplitud de las libertades no se localizan únicamente en el dispositivo que las otorga. 

Pues bien, como quedó reseñado, en el caso la Juez de Distrito consideró inoperante el concepto de violación en que la quejosa alegó la trasgresión a su libertad de asociación, sobre la base de que ya se encuentra constituida como una asociación, sin que para ello hubiese sido un obstáculo el contenido de la norma reclamada y, en todo caso, la limitante a cinco colegios que prevé la disposición sería una restricción relacionada con la actividad o el desempeño de la profesión, pero no un impedimento en sí mismo para asociarse, incorporarse a una sociedad existente, permanecer o renunciar a ella, o bien para no asociarse.

Sin embargo, las anteriores premisas sobre la garantía en comento permiten advertir que la limitante de cinco colegios prevista en el artículo 44 de la ley reclamada, contrario a lo sostenido en la sentencia recurrida, sí llega a restringir dicha libertad.

En efecto, al ceñir a cinco el número de colegios que pueden establecerse por cada rama profesional, se impide, de manera insuperable, que un sexto aspirante a obtener el registro como colegio efectivamente pueda constituirse como aquella entidad o persona moral con los atributos que desean los miembros que la integran, con propósitos plenamente identificados cuya realización es constante y permanente.

Objetivamente, la limitante de los cinco colegios previstos en la norma reclamada impide a ese sexto aspirante, obtener una finalidad que beneficia a los que intervienen en dicha asociación, para dedicarse a un fin lícito, lo que innegablemente trasciende a una restricción a su garantía de libertad de asociación.

En otros términos, la libertad en comento no sólo puede analizarse desde la perspectiva de si permite o no a un grupo de personas asociarse en forma permanente, sino también, respecto de una asociación ya constituida -como la quejosa-, en el sentido de si se le permite o no obtener un reconocimiento específico para realizar los fines lícitos que beneficien a los que intervienen en dicha organización, reconformándose en una nueva persona moral, con los atributos que aspiran quienes las conforman.

De ahí que no se convenga con las razones expresadas por la Juez de Distrito para estimar que el dispositivo en comento permite la libre asociación; ello no sucede en lo que corresponde a ese derecho de la quejosa de aspirar a que su organización obtenga el registro como colegio y como tal, ahora realice las actividades de interés colectivo que ello conlleva, motivo por el que se considera que el agravio identificado como C, también resulte medularmente fundado.

Sentadas así las razones por las que no se comparte el criterio que empleó la Juez de Distrito para desestimar los conceptos de violación indicados pues, como se evidenció, la quejosa efectivamente formuló un planteamiento de desigualdad apto para su estudio; la garantía de libertad de trabajo no se circunscribe solamente a permitir que los particulares se dediquen a las actividades de índole privado que deseen; y que la libertad de asociación se ve realmente restringida por la condicionante establecida en la norma reclamada; a continuación, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 91, fracción I, de la Ley de Amparo, se procede al análisis del planteamiento de fondo expresado por la peticionaria para evidenciar que la norma reclamada atenta contra la citada garantía de igualdad en relación con las de libertad de trabajo y asociación, cuyo estudio se omitió en la sentencia recurrida virtud a los impedimentos antes superados.

Tal argumento se hizo consistir, en esencia, en que a la luz de dichas garantías, no se encuentra razonadamente justificada la limitante prevista en el artículo 44 reclamado conforme a la cual se circunscribe a cinco, el número de colegios que pueden establecerse en el Distrito Federal por cada rama de profesionistas.

No debe perderse de vista que, como quedó establecido, esa condicionante de los cinco colegios si trasciende de modo insuperable a los derechos invocados por la quejosa, al impedirle, a diferencia de las organizaciones que ya tienen el registro como colegio de profesionistas (derecho de igualdad), obtener un reconocimiento de esa índole que le permita dedicarse a la profesión, trabajo u ocupación que ella elija, que en el caso a estudio resulta ser preponderantemente el dedicarse a representar los intereses de sus agremiados ante la sociedad en general y ejercer las atribuciones que otorga un registro ante la autoridad competente como colegio de profesionistas (libertad de trabajo); al mismo tiempo que le restringe toda posibilidad de reconformarse como una persona moral con actividades de orden público e interés colectivo (libertad de asociación).

Es innegable que al encontrarse satisfecha la condicionante de mérito y estar ya registrados ante la autoridad administrativa los cinco colegios que permite la norma reclamada, la quejosa no podrá superar por ningún motivo esa circunstancia y aspirar al registro como colegio de profesionistas.

Sin embargo, cabe aclarar, la existencia de esa condicionante, por sí sola, no es indicativo de que sea inconstitucional; para determinarlo, es menester verificar si la distinción que lleva inmersa descansa en una base objetiva y razonable encaminada a la persecución de un objetivo constitucionalmente válido, o si, por el contrario, constituye una discriminación de las prohibidas por la Constitución Federal motivada por el origen étnico o nacional, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.

Las premisas expuestas en relación con las garantías de libertad de trabajo y asociación, evidencian que el mismo elemento de la razonabilidad de la medida que pudiera limitarlas, se encuentra presente en esos derechos: las modalidades a esas libertades siempre reposarán sobre un criterio lo suficiente justificativo que lejos de ser un obstáculo, sólo tienda a regularlas en beneficio de la colectividad, ya que no pueden ejercerse en forma irrestricta y sin ningún control.

Así, para el examen de la proposición de fondo en comento se traen de nuevo a cuenta los diferentes aspectos que deben tomarse en consideración para verificar si la norma en comento efectivamente descansa en una base objetiva y razonable, a saber: 
· En primer lugar, determinar si la distinción introducida por el legislador obedece a una finalidad objetiva y constitucionalmente válida;

· En segundo lugar, examinar la racionalidad o adecuación de la distinción introducida por el legislador, siendo necesario que la introducción de una distinción constituya un medio apto para conducir al fin u objetivo que el legislador quiere alcanzar; y

· En tercer lugar, corroborar el requisito de la proporcionalidad de la medida legislativa en análisis, sobre la base de que el legislador no puede tratar de alcanzar objetivos constitucionalmente legítimos de un modo abiertamente desproporcional, sino que debe cuidar que exista un adecuado balance entre el trato desigual que se otorga y la finalidad perseguida.

Para el análisis del primero de los elementos se toma en consideración que la medida legislativa reclamada está directamente encaminada a avanzar en la consecución de un objetivo constitucionalmente válido, esto es, admisible dentro de los límites marcados por las previsiones constitucionales, en atención a que tiende a regular la constitución y funcionamiento de los colegios profesionales, en reglamentación del párrafo segundo del artículo 5° de la Constitución Federal, en que se reserva al legislador ordinario el establecimiento de las condiciones que deben llenarse para el ejercicio de las profesiones.

Como se indicó, los colegios de profesionistas, al constituirse y registrarse como tales, adquieren ciertas funciones de interés público dirigidas a salvaguardar los fines que se pretenden lograr con su regulación, dentro del marco de la reglamentación de las condiciones que han de satisfacerse para el adecuado ejercicio de las profesiones; de donde se está ante una norma cuya finalidad se identifica con un objetivo constitucionalmente aceptable, lo cual es revelador que se cumple el primero de los requisitos en examen. 

El estudio del segundo elemento, esto es, el de la racionalidad o adecuación de la distinción introducida por el legislador, obliga a corroborarlo en primer término con base en el contenido mismo del ordenamiento legal en que se encuentra inmersa la disposición reclamada, verificación de la que se obtiene que en ninguna otra disposición de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, se señala alguna razón por la que se considere pertinente el confinamiento a cinco, del número de colegios que pueden establecerse por cada rama de profesionales.

Ante ese resultado, se acude al proceso legislativo de la disposición en comento en busca de la explicación que en él se haya dado para considerar que la limitación reclamada, constituya un medio apto para conducir al fin u objetivo que se pretendió alcanzar.

De la exposición de motivos del reclamado artículo 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, se advierte que en el anteproyecto de ley relativo fue identificado con el numeral 48, cuyo contenido se propuso en los siguientes términos:

“Artículo 48.- Todos los profesionistas de una misma rama podrán constituir en el Distrito y Territorios Federales, uno o varios colegios, gobernados por un Consejo compuesto de un presidente, un vicepresidente, dos secretarios propietarios y dos suplentes, un tesorero y un subtesorero, que durarán dos años en el ejercicio de su encargo.

El Consejo será electo por mayoría mediante voto individual escrito y público que cada profesionista emitirá desde el lugar en el que se encuentre por envío postal certificado, con acuso de recibo a la sede del Colegio.

Las asociaciones se denominarán: ‘Colegio de…’, indicándose la profesión que corresponda. Cada Colegio tendrá secciones locales regidas en igual forma que la anterior.

Todo profesionista tendrá derecho para formar parte del Colegio de Profesionistas, pero, una vez que soliciten y obtengan su ingreso, no podrán dejar de formar parte de ellos en ningún caso, salvo que fuere expulsado.”

El precepto se analizó en la Cámara de Diputados el veintitrés de diciembre de mil novecientos cuarenta y tres, de cuyo Diario de Debates se obtiene que la discusión que se suscitó en ese punto fue la siguiente:

“El C. secretario Cantú Balderas Saúl: Continúa la discusión en lo particular del dictamen de las Comisiones Unidas Segunda de Educación Pública y Segunda de Puntos Constitucionales, acerca de la Reglamentación de los artículos 4o. y 5o. constitucionales, relativos a la Profesión en el Distrito y Territorios Federales.

(…).

"Capítulo VI.

"De los colegios de profesionistas.

"Artículo 48. Todos los profesionistas de una misma rama podrán constituir en el Distrito y Territorios Federales, uno o varios colegios, gobernados por un Consejo compuesto por un presidente, un vicepresidente, dos secretarios propietarios y dos suplentes, un tesorero y un subtesorero, que durarán dos años en el ejercicio de su encargo.

El Consejo será electo por mayoría mediante voto individual escrito y público que cada profesionista emitirá desde el lugar en que se encuentre por envío postal certificado, con acuse de recibo a la sede del Colegio.

"Las asociaciones se denominarán: "COLEGIO DE ...", indicándose la profesión que corresponda. Cada Colegio tendrá secciones locales regidas en igual forma que la anterior.

"Todo profesionista, cumpliendo con los requisitos que exijan los reglamentos respectivos, tendrá derecho para formar parte del Colegio de Profesionistas".

Está a discusión el artículo 48.

El C. Presidente: Se abre el registro de oradores.

Están inscritos los ciudadanos diputados Moctezuma, Moreno Sánchez, Aguilar y Maya y Murillo Vidal.

Se concede la palabra al ciudadano diputado Fernando Moctezuma.

El C. Moctezuma Fernando: Para hacer una interpelación a la Comisión. ¿Cómo se van a distinguir los varios colegios que se van a constituir en cada localidad?

El C. Serra Rojas Andrés: Eso depende de la Dirección de Profesiones, que puede emplear nombres, títulos o cualquier otro medio. Es una enumeración nada más y de reglamentación administrativa.

El C. Presidente: Tiene la palabra el ciudadano licenciado Moreno Sánchez.

El C. Moreno Sánchez Manuel: Señores diputados: yo considero que este es el último problema fundamental que queda por discutir en esta ley; y es fundamental e importante, porque se refiere nada menos que a la forma en que han de agruparse los profesionistas.

Como ustedes han podido percatarse, como la Comisión acertadamente lo dice, los tres o cuatro grandes problemas del ejercicio profesional, han suscitado un debate a su tiempo, que ha sido amplio y en donde ha quedado claramente consignada la voluntad del legislador:

Cuando se determinaron las profesiones que requerían título para su ejercicio; cuando se determinaron las condiciones que deben llenarse para obtener los títulos; cuando se determinó lo que es el ejercicio profesional; ahora se va a determinar la forma de asociación de los profesionistas, en realidad se plantea otro de los problemas importantes. A este respecto, a través de la formación de las tendencias que hoy vienen a vaciarse en el proyecto, ha habido dos posiciones fundamentales: los profesionistas desde 1931, en 1935, en 1938 y con ocasión de todas las veces que se ha discutido este asunto, siempre se han colocado respecto a la asociación, en cualquiera de estas dos posiciones: o bien que la asociación sea libre y potestativa, como lo quiere la Comisión, o bien que la asociación sea forzosa, automática y unitaria.

Las razones que se dan para esta segunda posición, que es la que vengo a defender, son muchas; pero las voy a exponer con toda brevedad: Este artículo establece que los profesionistas podrán asociarse en colegios, estableciendo en segundo lugar que pueden constituir uno o varios colegios. En mi concepto, debe pedirse, por las razones que voy a exponer, que la asociación profesional para el ejercicio debe ser forzosa; y entonces debe redactarse el artículo diciendo:

"Los profesionistas de cada rama deberán"; y en segundo lugar, que sea unitaria la asociación, es decir, que no formen varios colegios sino uno solo, los profesionistas de cada rama.

El C. Víctor Alfonso Maldonado: La palabra "deberán" casi tiene la misma acepción que "podrán". Interpretando lo que quiere decir el compañero Moreno Sánchez, quiero consultarle si no queda más claro "debe", que es más preciso.

El C. Moreno Sánchez Manuel: Evidentemente la diferencia proviene de la distinción que hay entre los verbos "poder" y "deber". Mientras que "poder" implica una potestad, "deber", en cualquiera de sus formas en que se conjugue, implica una obligación. Por eso estoy porque debe decirse "debe", o "deberán"; pero siempre usando una palabra que se derive del verbo deber. Las razones son las siguientes:

Primeramente, voy a exponer razones que se derivan del proyecto mismo. ¿Que persigue este proyecto de ley? Ya lo dijimos desde un principio: defender a la sociedad. ¿Y cómo vamos a defender a la sociedad, estableciendo una agremiación libre de los profesionistas? ¿Quién nos dice que con cien socios, que muy bien pueden ser cien amigos, no se constituya un colegio para que unos a otros se solapen en el mal ejercicio profesional? ¿Quién nos dice que el tribunal de honor, que dentro de un colegio debe organizarse siempre, la defensa ética de un profesionista no queda en manos de amigos, que son los cien socios, y echen por tierra la defensa ética de una profesión? Pero es más: la propia redacción de los artículos siguientes establece que los colegios vienen a ser colaboradores del Poder Público, y vienen a tener una suerte de intervención en la administración pública, que se conoce en derecho con el nombre técnico de administración descentralizada por colaboración.

Administración descentralizada por colaboración la ejecutan organismos integrados por particulares que, sin embargo, colaboran con el Estado en el desarrollo de determinados actos que son, por su naturaleza, actos de administración pública.

Veamos qué facultades tienen en el proyecto los colegios: vigilancia del ejercicio profesional. ¿A quién corresponde vigilar los actos de los particulares? Evidentemente a la administración pública. Ya aprobamos un artículo en que se dice que la Dirección General de Profesiones vigilará el ejercicio de las profesiones; luego vigilar el ejercicio de una profesión es una función del Estado que los colegios vienen a cumplir también por colaboración con el mismo. Son, pues, corporaciones que cumplen este servicio público social en forma tal, que ayudan al Estado a realizar sus fines. Al decir "promover leyes", quizá quiso decir la Comisión "iniciar leyes"; pero aunque no haya querido decirlo, promover leyes que interesan al ejercicio profesional es evidentemente algo que ésta muy cerca de la función específica del Estado.

Después, la fracción C dice: "Auxiliar a la administración pública con capacidad para promover lo conducente a la moralización de la misma".

Dice además la fracción D: "Denunciar los actos de determinada naturaleza que sean adversos al ejercicio profesional".

Dice el F: "Servir de árbitro entre profesionales o entre éstos y sus clientes".

Administrar justicia ¿acaso no es una función pública? Y aunque una agrupación particular pueda servir de àrbitro, ¿no está colaborando con el Estado en la realización de una función esencialmente administrativa o jurisdiccional? Evidentemente que sí.

También en este caso cumplen funciones del Estado. Dice: "fomentar la cultura de los socios". Fomentar la cultura en todos los aspectos, es también una de las obligaciones del Estado, aunque si bien es cierto, cuando se refiere exclusivamente a los socios, pudiera ser una cuestión privada; pero dice "en el país", dice "en el extranjero"; establece posibilidades amplias del fomento de la cultura, que en este caso del fomento de la cultura lo identifica con una función administrativa de las que están encomendadas al Estado.

El inciso k) dice: "Colaborar en la elaboración de los planes de estudios profesionales". ¿Quién hace estos planes de estudios si no los órganos del Estado o aquellos a los que el Estado ha dado facultades para que colaboren, como en el caso de la Secretaría de Educación Pública o de la Universidad Nacional Autónoma de México? Elaborar los planes de estudios es una función de carácter administrativa que tiene íntima relación con la educación del país.

Luego, se dice en otra de las fracciones, "velar porque los puestos públicos se encuentren desempeñados por personas capaces; "velar", porque esas personas van a desempeñar actividades que también son de colaboración con el Estado.

Y ahora, después de que creo que he demostrado que los colegios de profesionistas tienen funciones de colaboración administrativa con el Estado, quiero que se me diga si es posible que con cualquier número de profesionistas, digamos, con cien socios, se puedan tener tantos colegios como ello sea posible. En México, en el Distrito Federal, ejercen más de cinco mil médicos, y quiero que se me conteste cuántos divididos por cien resultarían los colegios, y quién va a controlar la actividad de esos cinco mil médicos que ejercen en el Distrito Federal y quién va a realizar todas estas funciones con propiedad.

Son funciones de tal carácter que implican necesariamente una rigidez en la ley. Así pues, unos profesionistas se asocian, otros quedan libres; los que se asocian cumplen con las funciones de colaboración con el Estado y los que no se asocian siguen viviendo una vida anárquica y absurda fundada en un liberalismo que no tiene razón de ser.

Esta ley nos ha ido aclarando muchos conceptos. Aquí ha oído decir a muchos de los compañeros diputados, que me consta que no tienen ideología retrasada, que el libre ejercicio de las profesiones, que la libre competencia de las profesiones resulta siempre mejor. Es simplemente la vieja postura del liberalismo que dice que la libre competencia en el comercio da siempre el mejor resultado; que la libre competencia de las ideas da siempre el mejor resultado. No es exacto. En estos aspectos, nosotros que hemos venido luchando con la clase profesional por una ley de esta naturaleza, somos profundamente antiliberales. Nosotros no queremos que sigan las mal llamadas profesiones liberales en México en una anarquía. Al contrario, hemos fijado a veces cosas duras para los profesionistas, porque pensamos que de la ideología liberal quedan siempre sentados tres, cuatro o cinco grandes principios que no pueden ser rebatidos; pero también una serie de principios accesorios o secundarios que hace mucho tiempo que la sociedad los ha desechado y uno de ellos evidentemente es éste: creer que el profesionista libre, o en medio de la competencia, en medio siempre del mercado libre de las profesiones, pueden llegar a cumplir con su deber. Esto no es exacto. El profesionista necesita siempre, como fundamento de su actividad, estar profundamente ligado a sus compañeros; necesita pertenecer a un colegio, a uno solo; quizás aceptaría yo a distintos colegios, pero siempre que se aumentara el número de socios para que dichos colegios fueran los menos posibles, pero nunca la agremiación potestativa, porque ésta viene a dejar sin base este proyecto de ley, porque viene a hacer imposible la vigilancia ética de las profesiones que es el aspecto más importante de ellas, porque la vigilancia penal ya existe, puesto que cuando se cometen delitos el Ministerio Público siempre puede actuar, porque la responsabilidad civil existe en las disposiciones del Código Civil; ¿pero dónde existe la vigilancia moral, dónde el juicio de calificación ética de las profesiones? Todo ello no existiría y no existirá si cada cien socios forman un colegio y estos cien socios han de decidir de la calificación ética y de la publicidad que hagan los profesionistas. Supongan que cien socios adoptan unas líneas de publicidad y otros cien, otras, esto sería volver a la anarquía, es cierto que no a la anarquía de cinco mil, pero a la anarquía de un pequeño número que también viene a traer una gran confusión. Yo conozco las objeciones que se me van a hacer: usted quiere algo inconstitucional. Pero no es exacto, señores diputados, lean ustedes el artículo 4o. constitucional y con toda claridad allí encontrarán que la Constitución establece dos acepciones de la palabra "título" profesional. Establece la posibilidad de que las autoridades expidan un título. Debe entenderse que a veces, se toma la palabra "autoridad" en sentido estricto, como aquella que tiene poder de mando y decisión en representación del Estado. A veces "autoridad" lo es en sentido pedagógico, la que tienen facultades para certificar los estudios realizados. Hemos pedido los profesionistas, en varias ocasiones, que se declare que "título" quiere decir dos cosas: por una parte, quiere decir el título académico que un individuo obtiene cuando termina sus estudios, y por otra parte, quiere decir el título administrativo, la autorización gubernativa que se da para que una persona pueda ejercer una profesión. No es cierto que sea la misma cosa. Esta ley está demostrando que son distintas. Hemos estado diciendo que las escuelas son las únicas capacitadas para expedir títulos profesionales y estamos entonces dándole a la palabra "título" la connotación de titulo académico. ¿Entonces la autoridad del Estado no puede expedir títulos? Sí, señores; la autoridad del Estado puede expedir títulos desde el momento en que existiendo el título, lo registra y otorga una patente de ejercicio profesional, como se dice, para que se le dé un certificado que haga veces de patente en el ejercicio profesional. ¿Qué es patente? Patente es la licencia del Estado para que se realicen determinadas cosas. De manera que desde ese punto de vista, título quiere decir: patente administrativa para ejercer. Por tanto, el artículo 4o. no se lesiona cuando la asociación forzosa viene a ser sólo una de las condiciones para expedir el título profesional tomado en el sentido de patente administrativa. Se cumple claramente con el artículo 4o. cuando expresa que una ley determinará las condiciones que se requieren para que un individuo pueda recibir un título profesional.

En este caso, señores diputados, existe clara y terminantemente señalado cuál es el camino que tenemos que seguir. No existe el reparo constitucional, señores diputados. Yo en otro tiempo, en asambleas de profesionistas, se ha estudiado esta cuestión más detenidamente y he llegado al convencimiento de personas que saben mucho más derecho que nosotros, que la palabra "título" tiene dos sentidos, y estos dos sentidos, son: el título académico y la patente administrativa. Ya sentamos cuáles son las condiciones que se requieren para recibir el título académico, pero falta sentar las condiciones que se requieren para expedir el título administrativo, que es una patente para el ejercicio profesional, como lo dice la ley en otro artículo, que es aquel documento según el cual se da autorización para que el profesionista pueda ejercer. En efecto, ¿todo profesionista, por el hecho de qué se recibe, debe pertenecer a la agrupación? No; ésta sería la agrupación automática si desde el momento en que un abogado, un médico se recibieran, pasaran a formar parte de la asociación; pero no se trata de esto. Sencillamente, si no ejerce no forma parte de una asociación, puesto que son asociaciones para el ejercicio profesional. Si he recibido un título en la escuela y no quiero ejercer, me voy a mi casa, no registro mi título y no pertenezco a ninguna asociación. Pero si quiero ejercer y vivir de mi profesión, entonces tengo que registrar mi título, pedir mi patente al Estado y asociarme a los demás profesionistas para que sea posible que se realice la vigilancia del ejercicio profesional.

En España y en Estados Unidos de Norteamérica los profesionistas deben, en algunos casos, registrarse forzosamente para poder hacer uso del derecho de ejercer la profesión. Las barras de abogados que existen o existían en España tenían esta significación porque eran órganos de colaboración con el Estado.

Yo suplico atentamente a la Comisión escuche mi razonamiento. Creo que ella no tiene más reparo que hacer, que la cuestión del artículo 4o. constitucional; pero contra lo que ella diga y después de la interpretación que hago del artículo 4o. -y suplico que no se coloque en el terreno de liberalismo rancio, porque lo hemos rechazado- queremos una norma absolutamente clara para poder vivir dentro de la sociedad ya que tiene casi toda su vida reglamentada; y queremos, por último, que asuma su responsabilidad y respete el sentimiento unánime de los profesionistas de la República que, reunidos en 1938 en la Universidad Nacional, emitieron un proyecto en el cual la asociación era forzosa. Pero todavía por las dificultades que pudieran presentarse, diría que no sea unitaria esa asociación, pero sí tengo que defender el pensamiento y declarar que mi pretensión consiste en que la agregación de los profesionistas sea obligatoria.(Aplausos).

El C. Murillo Vidal: Yo casi no tengo nada que agregar a lo dicho por el compañero Moreno Sánchez, en virtud de que a esta tribuna venía a sustentar que fuera obligatoria la asociación de profesionistas; pero difiero en el fondo de lo que dijo el compañero Moreno Sánchez, respecto a que sea unitaria la asociación de estos colegios, ya que por razones de orden personal y de ideología, a veces muy profunda, no podrían agruparse personas que pensaran de distinto modo o tuvieran intereses encontrados. Por eso no creo que la asociación de profesionistas deba ser unitaria. Tenemos un ejemplo vivo en la asociación de los trabajadores que persiguen un mismo fin, y sin embargo, a pesar de los propósitos de la Revolución y del Gobierno, no se han podido constituir en una central única.

Pero en virtud de que el compañero Moreno Sánchez estuvo al final de acuerdo por razones que no nos expresó; pero que las adivinamos, con que no fuera precisamente unitaria la constitución de los colegios de profesionistas, yo solamente pido a la Comisión, que, aceptando la variedad de los colegios, nos precise la relación que debe tener este artículo con el 24, puesto que de acuerdo con el artículo 24 constitucional, se señala la forma de integrar las comisiones técnicas que van a depender de la Dirección General de Profesiones. Que nos diga la comisión en qué forma van a designar sus delegados, cuando sean diversos los colegios de profesionistas, porque en el artículo 24 la Comisión está suponiendo que existe solamente un colegio; pero si aceptamos lo dicho por la Comisión en el artículo 48, tenemos que buscar la forma precisa y clara en que se habrán de integrar esas comisiones cuando sean diversos los colegios de profesionistas.

El C. Presidente: Se concede la palabra al ciudadano diputado Madrazo Basauri.

El C. Madrazo Basauri Luis: El aspecto que plantea el compañero Murillo Vidal, es de reglamentación de la ley. Cuando existan varios colegios de profesionista de una misma rama profesional, éstos se reúnen y elegirán entre sí un representante que concurra a la Comisión Técnica relativa de la Dirección General de Profesiones.

El C. Murillo Vidal Rafael: Yo creo que sería mejor y más claro que se dijera en la ley y no dejarlo en el reglamento.

El C. Madrazo Bausauri Luis: Está bien.

El C. Presidente: Aceptada por la Comisión la proposición del licenciado Murillo Vidal, se va a proceder a preguntar a la Asamblea si está suficientemente discutido. Se concede el uso de la palabra al licenciado Serra Rojas,.

El C. Serra Rojas Andrés: Compañeros diputados: voy a ser muy breve en esta exposición. Ustedes recordarán que en el anteproyecto que se sometió a la consideración de la opinión pública del país, existía un precepto que establecía la asociación obligatoria. Pues bien, casi el noventa y cinco por ciento de las opiniones que se enviaron, y que fueron quizás en un número no menor de mil quinientas, fueron en el sentido de que era anticonstitucional el tratar de obligar a los profesionistas a formar parte de una sola asociación y esto en forma obligatoria. Entre los argumentos que más nos impresionaron, estuvo precisamente uno de carácter constitucional y otro carácter doctrinal en su aspecto genérico.

Ustedes saben que el artículo 9o. de la Constitución establece el derecho de asociación y este derecho de asociación sigue respondiendo dentro de la estructura de nuestra Constitucional, al viejo criterio liberal. ¿Por qué motivo? Sencillamente porque la Constitución ha tomado como base muchos de los preceptos de la Constitución de 57 y los ha repetido en forma textual, siendo estos preceptos una repetición de los principios de la vieja escuela liberal.

A mí no me arredra que se diga que ese precepto de ese artículo 48 y siguientes corresponden a una tendencia liberal, porque en honor a la verdad estamos reglamentando un principio constitucional derivado de una tendencia liberal.

Pero luego vino la segunda objeción, también para nosotros impresionante: todos aquellos países totalitarios que han reglamentado la materia de las profesiones, son, justamente, los que más han abusado de la asociación obligatoria.

Si esta ley es una novedad dentro de nuestro medio jurídico, nosotros no debemos recurrir a posturas exóticas contrarias a nuestra manera de ser.

Por consiguiente es indispensable establecer dentro de la ley la posibilidad de su cumplimiento y, sobre todo, que este cumplimiento responda a una tendencia general. Se pidió la opinión pública del país y éste, en forma muy brillante, respondió. En consecuencia, las normas jurídicas más perfectas son aquellas que, además de su plena validez como normas de conducta, responden también a los ideales y a los propósitos de un país; y en este caso nosotros seguimos la vieja tradición de nuestro país que sigue todavía en gran parte amando algunas de nuestras viejas instituciones liberales y que tampoco ha cerrado los ojos al advenimiento de las nuevas instituciones políticas sociales y económicas, y poco a poco, dentro de la estructura de la Constitución, particularmente en los artículos 27 y 123, ha dado margen a una tendencia nueva, en tendencia estatista que no es el momento de revisar en lo que tiene de antagonismo con la estructura que establecía la Constitución de 57, pero que a la postre será objeto de una meditación cuidadosa por parte de las legislaturas subsecuentes.

Nosotros sí estimamos pertinente la objeción de que el número de colegios debe limitarse; y hacemos la reforma limitándolo a cinco, pero este es un problema totalmente diferente al que se ha venido a plantear en esta tribuna.

El C. Moreno Sánchez Manuel: Pido la palabra para una interpelación al señor licenciado Serra Rojas.

El C. Presidente: Tiene usted la palabra.

El C. Moreno Sánchez Manuel: Señor licenciado: yo presenté un argumento a usted, que no se ha servido contestar, y, por tanto, ya fuera de debate, simplemente quiero que me conteste hechos.

El artículo 4o. dice: "La ley determinará cuáles son las profesiones que necesitan título para su ejercicio, las condiciones que deben llenarse para obtener el título, las autoridades que han de expedirlo. Yo le suplico a usted que me conteste esto: las escuelas que hasta ahora hemos dejado que expidan títulos académicos, ¿son autoridades en el sentido que tiene la palabra autoridad estrictamente hablando, que es un órgano del Estado con poder de decisión?

El C. Serra Rojas Andrés: Debe hacerse una distinción, y esta distinción gira alrededor del concepto de autoridad. Las autoridades son aquellas que a nombre del Estado ejercen una función pública. En una jurisprudencia de la Corte, que viene a mi memoria en estos momentos, recuerdo que había grandes dificultades para señalar cuándo debía entenderse por autoridad para los efectos del artículo 103 de la Constitución para la

procedencia del juicio de garantías; y entonces hubo necesidad de hacer extensivo este concepto de "autoridad" a cualquiera que detentara la fuerza pública. Con esto se daba una interpretación nueva al concepto de autoridad.

Por lo tanto, este es justamente el criterio que ha seguido la Comisión. Más aún, yo quiero analizar en forma detallada los argumentos y la interpelación del compañero Sánchez.

Dice el artículo 4o.: "Una ley determinará las profesiones que necesitan título para su ejercicio". Entiendo que dentro de este concepto, no puede quedar incluida ninguna obligación, para los profesionistas, de asociarse. Segundo, las condiciones que deben llenarse para expedirlo, para expedir el título. Tenga usted la bondad de leer.

El C. Moreno Sánchez Manuel: Para obtenerlo.

El C. Serra Rojas Andrés: Para obtenerlo. En consecuencia, la interpretación legal de ese precepto es en el sentido de que ni para registrarlo ni para ejercer sino par obtener el título, se requiere asociarse; significa las condiciones educativas necesarias que deben llenarse para obtener el título, pero no dice para "ejercer la profesión" ni tampoco para que el Estado registre la profesión.

Tercero: "Las autoridades que han de expedirlo". El señalar específicamente las autoridades que han de expedir el título no significa en manera alguna una obligación para el Estado de constreñir a los profesionistas a que se asocien, ni literalmente interpretando ese artículo encuentro que pueda derivarse una argumentación en ese sentido; por el contrario, sí encuentro en la Constitución claramente establecido el derecho de libre asociación.

El C. Moreno Sánchez Manuel: Insisto, simplemente como eco de la interpelación. La palabra "título", evidentemente, tiene dos sentidos: título académico y título administrativo, como ya dije. La ley utiliza el término título que sirve para el ejercicio profesional. Una licencia es un título, como lo es una patente; una autorización del Estado es también un título, como una concesión minera se establece mediante un título que se concede.

Por tanto, el licenciado Serra Rojas evade el problema, simplemente porque no quiere responder con claridad a que una de las condiciones que puede fijar la ley, para obtener el título, es la asociación forzosa de los profesionistas.

El C. secretario Borunda: Se pregunta a la Asamblea si con las objeciones hechas por el diputado Moctezuma y por el diputado Murillo Vidal se considera suficientemente discutido este artículo. Los que estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo. Se considera suficientemente discutido. Se reserva para su votación nominal.”

La discusión trascrita fue prácticamente la única que se produjo sobre el tema, con la que se determinó que el precepto se encontraba suficientemente discutido, lo que motivó la modificación de la redacción original del artículo 48 del anteproyecto presentado por la Comisión, cuyo contenido, a la postre quedó plasmado en el numeral 44.

El análisis de los antecedentes legislativos del enunciado normativo reclamado, permite coincidir esencialmente con lo desarrollado en ese rubro en la sentencia reclamada, respecto a que en la forma de asociación de los profesionistas al momento de la expedición de la ley en comento existieron dos posturas fundamentales.

Por un lado, la respaldada por el Diputado Manuel Moreno Sánchez en el sentido de que la asociación debía ser forzosa, automática y unitaria; matizada por el Diputado Murillo Vidal quien, estando de acuerdo con la obligatoriedad de la colegiación, destacó los inconvenientes de que fuera unitaria; y por otro lado, la posición del Diputado Andrés Serra Rojas, quien defendió la idea de que colegiación no fuera obligatoria y, estimando pertinente la objeción de que el número de colegios debe limitarse, consideró pertinente limitar a cinco el número de éstos.

Consecuentemente, el veinticuatro de diciembre de mil novecientos cuarenta y tres, se procedió a la votación nominal en la Cámara de Diputados, en la que el citado ordinal fue aprobado por unanimidad, junto con otros artículos.

El texto final de la entonces denominada “Ley Reglamentaria de los Artículos 4o. y 5o. Constitucionales, Relativos al Ejercicio de las Profesiones en el Distrito y Territorios Federales”, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiséis de mayo de mil novecientos cuarenta y cinco.

La redacción del artículo 44 quedó plasmada como sigue:

“Artículo 44.- Todos los profesionistas de una misma rama podrán constituir en el Distrito y Territorios Federales, uno o varios colegios, sin que excedan de cinco por cada rama profesional, gobernados por un Consejo compuesto por un presidente, un vicepresidente, dos secretarios propietarios y dos suplentes, un tesorero y un subtesorero, que durarán dos años en el ejercicio de su encargo.

El Consejo será electo por mayoría mediante voto individual escrito y público que cada profesionista emitirá desde el lugar en que se encuentre por envío postal certificado, con acuse de recibo a la sede del colegio.

Las asociaciones se denominarán: ‘Colegio de ...’, indicándose la rama profesional que corresponda. Cada Colegio tendrá secciones locales regidas en igual forma que la anterior. Todo profesionista cumpliendo con los requisitos que exijan los reglamentos respectivos, tendrá derecho para formar parte del Colegio de Profesionistas.

Cuando sean varios los colegios de profesionistas, éstos designarán por mayoría, el representante a que se refiere la parte final del artículo 22 de esta Ley; y en caso de empate, será la Dirección General de Profesiones la que elija entre las personas designadas quién debe representar al Colegio de que se trate.”

Asimismo, en mil novecientos setenta y cuatro el texto del dispositivo en comento fue reformado para quedar en los términos que actualmente se encuentra vigente:

(REFORMADO, D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1974)
“Artículo 44.- Todos los profesionales de una misma rama podrán constituir en el Distrito Federal uno o varios colegios, sin que excedan de cinco por cada rama profesional, gobernados por un Consejo compuesto por un presidente, un vicepresidente, dos secretarios propietarios y dos suplentes, un tesorero y un subtesorero, que durarán dos años en el ejercicio de su encargo.”
Lo anterior permite válidamente arribar a la siguiente conclusión: la limitante  establecida por el legislador para que sólo se constituyeran en el Distrito Federal cinco colegios por cada rama de profesionales, no obedece a un criterio de racionalidad o adecuación que permita advertir si efectivamente la medida legislativa está directamente conectada con la consecución de los objetivos constitucionales que buscó el legislador ordinario.

En efecto, según se desprende del texto original del anteproyecto de ley en comento,  se estableció que podrían constituirse uno o varios colegios; pero derivado de la discusión que modificó el precepto, se definió que no podrían exceder de cinco el número de aquellos, sin que se hayan expresado las razones pertinentes que justificaran que esa cantidad, y no otra, es la óptima para conducir al fin u objetivo que el legislador quiso alcanzar, máxime que lo que el creador de la norma pretendió evitar –como se advierte de la discusión- fue que la colegiación fuera unitaria, lo que obligaba en mayor medida a razonar el parámetro que debía establecerse, circunstancia que impide considerar que efectivamente ese número obedezca a un criterio de racionalidad o adecuación necesarios que la garantía de igualdad exige.

De ahí que la medida reclamada, aunque orientada a la obtención de un fin constitucionalmente válido, atenta contra las garantías de igualdad, libertad de trabajo y asociación, por no encontrarse establecida sobre un criterio de racionalidad o adecuación mencionados; circunstancia que por sí misma impide emprender el análisis sobre el restante requisito de la proporcionalidad de la medida legislativa en análisis, debido a que la no satisfacción de cualquiera de esos elementos es apta para poner de manifiesto el trato inequitativo proscrito por la Constitución.

En resumen, como se señaló, el artículo 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, al establecer que todos los profesionales de una misma rama podrán constituir en el Distrito Federal uno o varios colegios, sin que excedan de cinco por cada rama profesional, establece una condición sobre el número posible de éste tipo de organizaciones que, una vez satisfecha, se convierte en un obstáculo insuperable para aquellas agrupaciones que aspiran a obtener su registro también como colegio, lo que innegablemente impacta sobre sus derechos de igualdad en relación con los de libertad de trabajo y asociación, consagrados en los artículos 1°, 5° y 9° de la Constitución Federal, habida cuenta que, virtud a tal medida limitativa, se les impide, a diferencia de las organizaciones que ya tienen el registro como colegio de profesionales (derecho de igualdad), obtener un reconocimiento de esa índole que les permita dedicarse a la profesión, trabajo u ocupación que libremente están en aptitud de elegir (libertad de trabajo); al mismo tiempo que le restringe toda posibilidad de reconformarse como una persona moral con actividades de orden público e interés colectivo que involucra la citada colegiación (libertad de asociación). 

Ahora bien, tomando en consideración que de acuerdo con la jurisprudencia 1a./J. 55/2006 sustentada por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para analizar la constitucionalidad de un dispositivo normativo a la luz de la mencionada garantía de igualdad – la que no puede entenderse si no es en relación directa con las libertades que la propia Constitución consagra, tales como la de trabajo y asociación mencionadas-, es necesario corroborar, entre otros elementos, la racionalidad o adecuación de la distinción introducida por el creador de la disposición, la cual está condicionada a que constituya el medio apto para conducir al fin u objetivo que aquel desea alcanzar; resulta que la citada limitante establecida por el artículo 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, por la que se restringe a cinco el número de colegios posibles por cada rama de profesionales, atenta contra las garantías mencionadas debido a que ni el contenido del ordenamiento en que se encuentra inmerso, ni los antecedentes de su proceso legislativo, son reveladores de que la cantidad de colegios mencionada sea realmente útil para la consecución de la finalidad perseguida por su creador, máxime que lo que éste pretendió fue evitar que la colegiación fuera unitaria, pero sin establecer el porqué cinco es el número idóneo para tal efecto, lo que de suyo es apto para poner de manifiesto que la norma establece un trato desigual de sujetos iguales que, al no encontrarse justificado, está proscrito por el Orden Supremo.

Cabe mencionar que no es obstáculo a la anterior determinación el criterio sustentado por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte al resolver el amparo en revisión 295/99, derivado del juicio de amparo 447/98, promovido por  Colegio Mexicano de Licenciados en Administración, Asociación Civil, contra actos del Congreso de la Unión y otras autoridades, en sesión correspondiente al ocho de mayo de dos mil.
Se expone tal aserto en mérito a que el análisis que ahí se llevó a cabo, aunque giró en torno a las garantías y precepto que aquí se examinaron,  lo cierto es que recayó sobre elementos diversos en mérito a que en aquel asunto se analizó la constitucionalidad de que los colegios se encuentren formados necesariamente por profesionales de la misma rama, y si también resulta constitucional que tengan como mínimo cien integrantes; a diferencia del presente caso en que la materia de estudio versó sobre la limitante que impone la ley sobre el número de colegios posibles que pueden llegar a constituirse.

En las relatadas condiciones, se impone revocar la sentencia recurrida para conceder el amparo y protección de la Justicia de la Unión a la quejosa Asociación Nacional de Abogados de Empresa, Asociación Civil, en contra el artículo 44 de la Ley Reglamentaria del Artículo 5° Constitucional, relativo al ejercicio de las profesiones en el Distrito Federal, y su acto concreto de aplicación, consistente en el oficio DGP/DCP/159/06, de veinticinco de abril de dos mil seis, a efecto de que en restitución de sus garantías violadas, la autoridad responsable emita una nueva resolución en que dé respuesta a la solicitud de registro como colegio profesional que la peticionaria le formuló, y sin aplicar la limitante que resultó inconstitucional prevista en el citado precepto, con libertad de jurisdicción resuelva lo que conforme a derecho proceda.

Finalmente, ante la conclusión obtenida es innecesario el examen de los demás agravios pues, cualquiera que fuera su resultado, no alcanzaría a variar la determinación arribada.

Sirve de apoyo por identidad de razón la siguiente tesis:
Tesis aislada

Materia(s): Común

Séptima Época

Instancia: Tercera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

175-180 Cuarta Parte

Tesis: 

Página: 72

“CONCEPTOS DE VIOLACION, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja.”
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO.- Se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO.- La Justicia de la Unión ampara y protege a Asociación Nacional de Abogados de Empresa, Asociación Civil, en contra de los actos y las autoridades señaladas en el resultando primero de esta resolución, para los efectos precisados en el último considerando del presente fallo. 

Notifíquese; con testimonio de la presente resolución vuelvan los autos al juzgado de origen y, en su oportunidad, archívese este toca como asunto concluido.

Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros: José de Jesús Gudiño Pelayo (Ponente), Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente José Ramón Cossío Díaz, en contra del voto emitido por el Ministro Sergio A. Valls Hernández.

Firman el Ministro Presidente de la Sala y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA

MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ

PONENTE

MINISTRO JOSÉ DE JESÚS GUDIÑO PELAYO

SECRETARIO DE ACUERDOS

DE LA PRIMERA SALA

LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES
� La citada jurisprudencia aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XXIV, Novena Época, Instancia: Primera Sala, Septiembre de 2006, Tesis: 1a./J. 55/2006, P, página: 75, cuyo rubro dice: “IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL.”


� �Jurisprudencia publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Instancia Pleno, Tomo XIII, Abril 2001, página: 874, cuyo texto dice: 


“PARTIDOS POLÍTICOS. EL ARTÍCULO 33, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO ELECTORAL DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES QUE PREVÉ LA POSIBILIDAD DE FORMAR COALICIONES TOTALES POR TIPO DE ELECCIÓN, NO TRANSGREDE LO DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 9o. Y 41, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.


De la interpretación armónica y sistemática de lo dispuesto por los citados preceptos constitucionales, se advierte que la libertad de asociación, tratándose de los partidos políticos, se encuentra afectada por una característica de rango constitucional, conforme a la cual su participación en los procesos electorales queda sujeta a lo que disponga la ley ordinaria. Ello es así, pues mientras el artículo 9o. constitucional consagra la garantía de libre asociación que implica la potestad que tienen los individuos de unirse para constituir una entidad o persona moral, con sustantividad propia y distinta de los asociantes y que tiende a la consecución de objetivos plenamente identificados cuya realización es constante y permanente; en el artículo 41, fracción I, de la Carta Magna se regula un tipo específico de asociación como son los partidos políticos, que tienen como fin permanente la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la representación nacional y hacer posible el acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo, pero cuya intervención en los procesos electorales estará sujeta a la ley que los rige. En congruencia con lo anterior, debe decirse que al establecer el artículo 33, primer párrafo, del Código Electoral del Estado de Aguascalientes que los partidos políticos acreditados podrán formar coaliciones totales por tipo de elección, a fin de presentar plataformas comunes y postular al mismo candidato o candidatos en las elecciones de gobernador, diputados de mayoría relativa y de miembros de los Ayuntamientos, no transgrede los preceptos constitucionales mencionados, pues de lo previsto en el referido precepto, no se advierte que contenga una prohibición para que los partidos políticos puedan asociarse o coaligarse, sino que sujeta su operancia a un requisito de naturaleza material consistente en formar la coalición de manera total por tipo de elección, lo cual sólo implica la reglamentación que introduce la Legislatura Estatal para regular la forma y términos en que los citados entes políticos puedan participar en un proceso electoral determinado, sin hacer nugatorio en su esencia el derecho que tienen para coaligarse.”
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